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Nota del editor


 Quienes hayan adquirido la obra en formato papel podrán disponer también del contenido en soporte digital.

El formato doble (papel + digital) permite la consulta de todos los contenidos de la obra y, adicionalmente, de los formularios a texto íntegro para su edición y descarga.






Presentación


 La presente obra ofrece un análisis detallado de los «mecanismos de impugnación en vía administrativa» de los actos de aplicación del tributo y de las sanciones tributarias, incluidos, por su singularidad, primero, los de revisión de las «actuaciones tributarias reclamables» (retenciones, repercusiones, ingresos a cuenta, ...) y, segundo, los de «rectificación de errores» advertido en la acción material de pago de deudas tributarias (duplicidad, exceso, ...)

El contenido se estructura, como dispone la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, LGT, en tres grandes apartados:


	
1.  Los Procedimientos Especiales de Revisión: Nulidad, Lesividad, Revocación y Error, incluida la denominada Devolución de ingresos indebidos trasunto de «errores en la acción material de pago», así como cuando el «ingreso indebido» no exija un «acto declarativo stricto sensu».

	
2.  2. El Recurso de Reposición, potestativo, distinto y, por su origen, diferente al propio del Derecho Común (Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, LPAC) y al singular tributario en las Administraciones Locales (Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales), sean o no de los denominados «Municipios de Gran Población» (Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización del gobierno local).

	
3.  Las Reclamaciones económico-administrativas, de cuya naturaleza en plural, participan la reclamación económico-administrativa (en singular), el Recurso de alzada ordinario, el Recurso de anulación, el Recurso contra la ejecución, el Recurso extraordinario de alzada para la unificación de criterio, el Recurso extraordinario para la unificación de doctrina y, finalmente, y no por ello menos importante, el Recurso extraordinario de revisión que opera «contra los actos firmes de la Administración tributaria y contra las resoluciones firmes de los órganos económico-administrativos» cuando concurra alguna de las  circunstancias.



La obra coordina e integra, a este respecto, los preceptos de la LGT, los del Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa, los de la LPAC, de aplicación supletoria al caso y, especialmente, las normas que al efecto emana, respecto de los tributos del Estado, propios, cedidos y de gestión compartida, la Agencia Estatal de Administración Tributaria, en cuanto competente en materia de aplicación de los tributos y el ejercicio de la potestad sancionadora derivada de dicha aplicación  y en aplicación de los tributos derivadas o atribuidas por la normativa sobre asistencia mutua.

El libro combina, en fin, los aspectos teóricos con los prácticos, con la finalidad de ofrecer explicaciones lo más claras posibles. El texto principal se acompaña, por ello, de continuos ejemplos ilustrativos.








Capítulo I Generalidades



Sección 1 Relación jurídico-tributaria y actos tributarios






1. La Relación Jurídico-tributaria


 Un Sistema Fiscal Moderno, como es el español, descansa sobre un curioso instituto: la Relación Jurídico-Tributaria que desgranada es sus propios términos es una Relación, en tanto vincula a dos "personas”, Jurídica, en tanto que todos sus elementos aparecen normados, las más de las veces por Ley (formal), y Tributaria, en tanto que persigue un fin, tal que el allegar recursos económicos al Erario para que este pueda hacer frente al denominado "Gasto Público”, lo que no es sino una característica, una más, de los denominados Estados de Derecho, caracterizados por un nota: son Estados Sociales.

A la Relación Jurídico-Tributaria (RJT) se refiere, especialmente, la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, LGT, en tanto que, como Código Tributario que es, la define en su art. 17: "Se entiende por relación jurídico-tributaria el conjunto de obligaciones y deberes, derechos y potestades originados por la aplicación de los tributos.", y precisa la norma que "(d)e la relación jurídico-tributaria pueden derivarse obligaciones materiales y formales para el obligado tributario y para la Administración, así como la imposición de sanciones tributarias en caso de su incumplimiento.”

Así lo expuesto, conceptualmente, participan de la naturaleza de la RJT las “obligaciones formales" (antes citadas), recogidas, entre otros, en el art. 29 LGT 2003, a saber:


	
1.  La obligación de presentar declaraciones censales por las personas o entidades que desarrollen o vayan a desarrollar en territorio español actividades u operaciones empresariales y profesionales o satisfagan rendimientos sujetos a retención.

	
2.  La obligación de solicitar y utilizar el número de identificación fiscal en sus relaciones de naturaleza o con trascendencia tributaria.

	
3.  La obligación de presentar declaraciones, autoliquidaciones y comunicaciones.

	
4.  La obligación de llevar y conservar libros de contabilidad y registros, así como los programas, ficheros y archivos informáticos que les sirvan de soporte y los sistemas de codificación utilizados que permitan la interpretación de los datos cuando la obligación se cumpla con utilización de sistemas informáticos. Se deberá facilitar la conversión de dichos datos a formato legible cuando la lectura o interpretación de los mismos no fuera posible por estar encriptados o codificados.En todo caso, los obligados tributarios que deban presentar autoliquidaciones o declaraciones por medios telemáticos deberán conservar copia de los programas, ficheros y archivos generados que contengan los datos originarios de los que deriven los estados contables y las autoliquidaciones o declaraciones presentadas.



	
5.  La obligación de expedir y entregar facturas o documentos sustitutivos y conservar las facturas, documentos y justificantes que tengan relación con sus obligaciones tributarias.

	
6.  La obligación de aportar a la Administración tributaria libros, registros, documentos o información que el obligado tributario deba conservar en relación con el cumplimiento de las obligaciones tributarias propias o de terceros, así como cualquier dato, informe, antecedente y justificante con trascendencia tributaria, a requerimiento de la Administración o en declaraciones periódicas. Cuando la información exigida se conserve en soporte informático deberá suministrarse en dicho soporte cuando así fuese requerido.

	
7.  La obligación de facilitar la práctica de inspecciones y comprobaciones administrativas.

	
8.  La obligación de entregar un certificado de las retenciones o ingresos a cuenta practicados a los obligados tributarios perceptores de las rentas sujetas a retención o ingreso a cuenta.

	
9.  Las obligaciones de esta naturaleza que establezca la normativa aduanera.



También participan de esta naturaleza -la de las obligaciones tributarias- las “Obligaciones entre particulares resultantes del tributo", entendidas como las que tienen por objeto una prestación de naturaleza tributaria exigible entre obligados tributarios (art. 24 LGT 2003).

Entre otras, son obligaciones de este tipo las que se generan como consecuencia de actos de repercusión, de retención o de ingreso a cuenta previstos legalmente, a los que después citaremos.

Y, finalmente, y no por ello menos importante dejamos expuesta la denominada “obligación principal”, esto es, la consistente el pago de la cuota tributaria, incluidos los pagos a cuenta (art. 23 LGT 2003) o las denominadas “accesorias” (recargos e intereses, referidos por los arts. 26, 27 y 28 LGT 2003).

En esencia, pues, el sistema fiscal gravita sobre ese singular instituto, del que dimanan para el ciudadano, administrado o eventual "obligado tributario" una serie de obligaciones, materiales y formales, a saber:


	
1.  Declarar (el Hecho imponible), y las anexas a ello.

	
2.  Liquidar (la cuota tributaria), esto es, cuantificar la “deuda" y hacer que el hecho imponible (comprar, vender, tomar, ceder, inscribir, enajenar ...) pase a ser “líquido", esto es, materializado pecuniariamente que es, en fin, lo que realmente interesa.

	
3.  Ingresar, esto es efectuar el ingreso de la misma, en la forma y modo que proceda, al Erario, y, en su caso, solicitar aplazamientos, fraccionamientos, suspensiones de ingreso, compensaciones o figuras similares.



Como se ve, y con carácter general, es la Ley la que impone al ciudadano/administrado esas tres obligaciones tributarias, siempre que concurran las previsiones legales. Es lo que, comúnmente, se conoce como “autoliquidación” tributaria, paradigma de las cuales es el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Otras veces, las menos, al ciudadano se le impone la obligación de “declarar" y es la Administración la que efectúa las labores de liquidación o cuantificación de la deuda, para que, una vez notificada al deudor, este proceda a su ingreso, aplazamiento o fraccionamiento. Eventualmente, el administrado que no las cumple, las cumple de forma tardía, o de forma no veraz o incompleta es objeto de reconvención por la propia Administración, e inclusive si es el caso, reproche administrativo (sanción).

Anúdase a ello, que, si por razón de técnica fiscal, esta RJT se constituye ya no entre una Administración y un ciudadano -esto es, una RJT vertical- , sino entre dos "contribuyentes", esto es, una RJT horizontal, esas tres obligaciones van indisolublemente unidas a las que se conocen como “Obligaciones entre particulares resultantes del tributo" y que reciben la denominación de “actos de repercusión, retención e ingreso a cuenta”, de cuya naturaleza participan también las denominadas “sustituciones” y, solo a efectos de su impugnación, obligaciones de expedir y entregar factura. Estos “actos” no son “actos administrativos” propiamente dichos, ni son actos de la Administración, son “actos tributarios” que proceden de un particular y gravitan sobre otro particular y que, a efectos de su impugnación”, reciben la denominación de “actuaciones tributarias impugnables” art. 227 LGT 2003 y pueden ser exclusivamente enjuiciados en su legalidad a través de la denominada “reclamación económico-administrativa” como se verá en su momento, esto es, como si de “actos administrativos” se tratara, aun cuando concurran muchos matices.

A tal efecto, y es en cierto modo lo que nos ocupa, la citada Administración, a través de sus Órganos y Unidades y, como no, a través siempre de los procedimientos previstos al efecto, tiende a verificar o comprobar el cumplimiento de dichas obligaciones, incluso a inspeccionar la exigibilidad o no de esa obligación, así como comprobar si fuese el caso” el ingreso debido" de la cuota, de la deuda, o de los componentes de la misma.

Nacen, aquí y ahora, los denominados “procedimientos tributarios” (art. 97 y ss. LGT 2003), unos, a cargo de los llamados “obligados tributarios", otros, que es la parte que realmente nos ocupa, por la propia Administración, ya se denominen, Procedimientos de Gestión Tributaria (arts. 123 y ss. LGT 2003), Procedimiento de Inspección (arts. 141 y ss. LGT 2003), Procedimiento de Recaudación, en período voluntario o ejecutivo, frente a responsables y sucesores, o en materia de asistencia mutua (art. 160 y ss. LGT 2003) y, como no, si fuera el caso, Procedimiento Sancionador, con todas sus especialidades (art. 207 y ss. LGT 2003).

En conclusión, pues, quien llamado por Ley al cumplimiento de sus obligaciones tributarias, no las atiende o las atiende de forma no veraz, es objeto de comprobación en relación a ese eventual incumplimiento, pudiendo ser objeto de reproche administrativo si, a juicio de la Administración, la conducta del obligado a sí lo merece; a tal efecto, la Administración despliega sus Unidades, quienes, a través de los respectivos procedimientos, con sujeción a términos y plazos, regulariza la situación advertida en todos sus aspectos, si fuera el caso.

Podemos decir, y así se ha expuesto, que este es, en síntesis, el mecanismo en que cuya virtud opera la Administración Tributaria, y cuyo régimen de actuación está normado por la propia LGT y, como no, en sus Reglamentos; pero no podemos olvidar, y esto es lo ahora importante, que la Administración Tributaria –la que según lo visto, verifica, comprueba, inspecciona, recauda y sanciona- tiene, así mismo, normas de organización interna, que son normas de orden público tales como la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y, como no, de otras normas que suponen la “expresión clara de que la Administración Pública actúa con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho, como reza el artículo 103 de la Constitución."

Estas normas de expresión están, actualmente, recogidas por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que supone una regulación completa y sistemática de las relaciones «ad extra» entre las Administraciones y los administrados, en lo referente al ejercicio de la potestad de autotutela, y en cuya virtud se dictan actos administrativos que inciden directamente en la esfera jurídica de los interesados.
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2. Los actos tributarios. Las actuaciones reclamables


 1.  Denominaciones y clases

Así las cosas, cuando la Administración Tributaria “actúa" en el marco de esos procedimientos no puede sino hacerlo de forma legal y sobre la base de los denominados “actos administrativos” entendidos como “declaraciones de voluntad, de juicio o de conocimiento, en cuya virtud una Administración competente, en el marco de un procedimiento concreto, incorpora en el patrimonio de un administrado un bien o un derecho, o le exime del cumplimiento de un deber o de una obligación”. Si importante es el “acto” no lo es menos el “procedimiento" a través del cual se activa o resuelve, habiéndose fijado que como tal es “(el) conjunto ordenado de trámites y actuaciones formalmente realizadas, según el cauce legalmente previsto, para dictar un acto administrativo o expresar la voluntad de la Administración”.

No podemos dejar de conocer que tan importante es la existencia del acto y del procedimiento, como que uno y otro no vicios, defectos o irregularidades que les afecten, lo que se deja expuesto por lo que después se verá.

En este orden de cosas, el concepto “acto administrativo” acoge en el derecho tributario múltiples denominaciones, así, por ejemplo:


	
1.  Liquidación tributaria (art. 101 LGT 2003) esto es, el acto resolutorio mediante el cual el órgano competente de la Administración realiza las operaciones de cuantificación necesarias y determina el importe de la deuda tributaria o de la cantidad que, en su caso, resulte a devolver o a compensar de acuerdo con la normativa tributaria.

	
2.  Resolución, acto final de un procedimiento de aplicación del tributo, comprensiva o no de liquidación (art. 133 y 139 LGT 2003).

	
3.  Requerimiento de datos (art. 132.1 LGT 2003)

	
4.  Propuesta de Liquidación (art. 129, 132 y 137 LGT 2003, entre otros)

	
5.  Trámite de audiencia (art. 150 y 156 LGT 2003, entre otros)

	
6.  Trámite de alegaciones (art. 95 bis, 99 LGT 2003)

	
7.  Providencia de apremio (art. 167.2 LGT 2003)

	
8.  Diligencia de embargo (art. 170 LGT 2003)

	
9.  Acuerdo de compensación (art. 72 LGT 2003)

	
10.  Acuerdos de fraccionamiento y/o aplazamiento (art. 26.4 y art. 65 LGT 2003, entre otros)

	
11.  Acuerdo de derivación de responsabilidad (art. 39 LGT 2003)

	
12.  Acuerdo de declaración de responsabilidad (art. 65 LGT 2003)

	
13.  Actas (de Disconformidad, Conformidad y Con Acuerdo, ex art. 176 y ss. LGT 2003)

	
14.  Comunicación, Diligencia y Requerimiento. Informes (art. 99.7 LGT 2003)

	
15.  Citación y emplazamiento. Actos de comunicación cualificados.

	
16.  Acuerdo de valoración (art. 57 LGT 2003)

	
17.  Anotación preventiva (art. 81 LGT 2003)

	
18.  Requerimiento de pago a sucesores (art. 39.3 y 177 LGT 2003)

	
19.  Sanción tributaria, pecuniaria, no pecuniaria o mixta (art. 185 LGT 2003)

	
20.  Acuerdo de enajenación (subasta, concurso o adjudicación directa), art. 65.5 y 168 LGT 2003.

	
21.  Otros actos de instrucción: acuerdo de ampliación de actuaciones, acuerdo de cambio de actuario, etc. (art. 179 Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, RGIAT).

	
22.  Acuerdo de cambio de domicilio fiscal.

	
23.  Acuerdo de revocación del NIF (art. 117.k LGT 2003)

	
24.  Declaración del crédito como incobrable, total o parcial (art. 173.1 LGT 2003)

	
25.  Acuerdo de adopción de medidas cautelares (art. 81 LGT 2003)

	
26.  Acuerdos previos de valoración (art. 91 LGT 2003)

	
27.  Ampliación y aplazamiento de plazos (art. 91 RGIAT)



Y otros muchos más.

Así pues, tenemos, que frente a un eventual incumplimiento del obligado tributario de sus obligaciones tributarias, la Administración lanza sus Unidades administrativas, y éstas, a través de los diversos procedimientos tributarios regulariza, si fuese el caso, la situación del obligado; estos procedimientos no son sino “procedimientos administrativos especiales” por razón de la materia, pero ello no empece que descansen sobre un concepto propio del Derecho administrativo: Ahora bien, la singularidad del Derecho Tributario, hace también que el concepto “acto administrativo" recibe múltiples denominaciones, tal que las antes descritas.
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2.  Clases de actos tributarios

Por último, y no por ello menos importante, tenemos también que hacer referencia a que a una tradicional distinción de "actos administrativos" que el tributarista, aun sin mencionarlo, asume como propia: los “actos de instrucción” o de trámite y los actos finales o resolutorios.

Los actos de instrucción son una modalidad de los actos administrativos, son actos instrumentales o mediales a través de los que se fijan los datos en virtud de los cuales ha de dictarse un acto administrativo resolutorio o ha de aprobarse un acto administrativo normativo. El artículo 75 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, define los actos de instrucción del procedimiento administrativo como aquellos necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los cuales deba pronunciarse una resolución. Estos actos se realizarán de oficio (principio de oficialidad) por el órgano que tramite el procedimiento, sin perjuicio del derecho de los interesados a proponer aquellas actuaciones que requieran su intervención o que constituyan trámites legal y reglamentariamente establecidos. Así pues, en el procedimiento se integran actos de instrucción necesarios o forzosos (como los informes preceptivos, artículo 79 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre) y actos constituyentes o no necesarios (como los informes facultativos, artículo 83 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, o la información pública, artículo 86 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre).

Por su parte, el acto resolutorio o resolución administrativa es el acto administrativo que pone fin a un procedimiento administrativo y que contiene la decisión o declaración administrativa correspondiente. El acto resolutorio puede ser expreso o presunto, atendiendo a si la Administración pública cumple o no con su obligación legal de dictar resolución expresa (artículo 42.1 de la LRJPAC).
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Y, por último, y finalmente, dejamos apuntada otras dos ideas que servirán cuando hablemos de los procedimiento de revisión en vía administrativa:

1. La distinción entre actos favorables y actos de gravamen: cabe señalar que los favorables o actos declarativos de derechos, como bien indica su nombre, son aquellos en virtud de los cuales la Administración pública declara un derecho a favor de un ciudadano o permite el ejercicio de un derecho subjetivo preexistente, como por ejemplo el otorgamiento de licencias y autorizaciones u otros títulos administrativos habilitantes. Los actos de gravamen o desfavorables, por su parte, se refieren a aquellos actos de la Administración pública que imponen algún gravamen a los administrados, como por ejemplo las sanciones administrativas, o a aquellos cuyo contenido no favorece la situación jurídica de los interesados. La LRJPAC establece, respecto de los actos de gravamen o desfavorables, la posibilidad de su revocación en los términos del artículo 105.1: "Las Administraciones públicas podrán revocar en cualquier momento sus actos de gravamen o desfavorables, siempre que tal revocación no constituya dispensa o exención no permitida por las leyes, o sea contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico", y respecto de los “actos favorables” la posibilidad de su revocación en los términos del artículo 107.1: "Las Administraciones públicas podrán impugnar ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo los actos favorables para los interesados que sean anulables conforme a lo dispuesto en el artículo 48, previa su declaración de lesividad para el interés público".

2. La distinción entre “actos definitivos”, "actos firmes" y “actos firmes en vía administrativa”.

Se reputan como "actos definitivos" los que siendo favorables o desfavorables, de gravamen o declarativos de derechos, ultiman o finalizan el procedimiento, y una vez notificados (comunicados) al interesado, este asume su contenido y lo acata, o bien, si no asume su contenido, puede cuestionar su legalidad a través de los recursos ordinarios. El acto definitivo es el que agota la vía administrativa, aquél que constituye, en palabras de García de Enterría, ‘la última palabra de la Administración, por proceder de órganos o autoridades a cuyas decisiones reconoce la Ley esa trascendencia’’, pero que todavía son susceptibles de recurso administrativo o contencioso.

Se reputan como “actos firmes” los que siendo favorables o desfavorables, de gravamen o declarativos de derechos, ultiman o finalizan el procedimiento, y una vez notificados (comunicados) al interesado, este no cuestiona su contenido en plazo, por lo que devienen inimpugnables en vía administrativa, o contencioso-administrativa. El acto firme, es aquél contra el que no cabe ya ningún tipo de recurso ordinario (ni en vía administrativa ni en judicial). El acto es firme cuando ya no cabe recurso alguno contra el mismo, ni recurso administrativo (ante la administración) ni recurso contencioso-administrativo (ante los tribunales). Un acto recurrido ante los tribunales contencioso-administrativos y que se halla pendiente de sentencia, no es un acto firme.

Se reputan como “actos firmes en vía administrativa” los que siendo favorables o desfavorables, de gravamen o declarativos de derechos, ultiman o finalizan el procedimiento, y una vez notificados (comunicados) al interesado, este no cuestiona su contenido en vía administrativa, pero son aún impugnables en vía contencioso-administrativa. Un acto es firme en vía administrativa cuando contra el mismo ya no cabe recurso administrativo alguno (ya sea porque no cabía recurso o porque ha transcurrido el plazo para interponerlo), aunque sí sea susceptible de recurso contencioso-administrativo.
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Sin embargo, y ya se verá en su momento, la LGT 2003 se aparta parcialmente de dichas prescripciones: y así, en cuanto a la posibilidad del ejercicio de la denominada “revocación” tan solo prevé que la Administración tributaria podrá revocar sus actos en beneficio de los interesados, sin especificar si lo son favorables o no a los interesados.








Sección 2 Concepto, naturaleza jurídica, clases y régimen legal






1. Concepto de revisión administrativa-tributaria


 La revisión de un acto de aplicación del tributo (y, en su caso, y con matices, la de una actuación tributaria reclamable) o la de una sanción de esa naturaleza es la acción de volver sobre los mismos a efectos de su modificación (rectificación) o desaparición (por vicios de nulidad o mera anulabilidad) del mundo del Derecho, con las consecuencias a ello inherentes.

Así las cosas, y a los meros efectos expositivos y sin ánimo de entrar en disquisiciones de carácter científico, podemos afirmar que se denomina "revisión propia" la que se efectúa por los órganos del orden jurisdiccional (Jueces y Tribunales), en el marco del denominado "proceso contencioso-administrativo", regulado, como trasunto de lo dispuesto en el art. 117 CE 1978, por la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa –, cuyo objeto es la pretensión deducida contra un acto o disposición, con independencia de que aquélla se inste también por la propia Administración, a través del denominado "proceso de lesividad", en virtud del art. 107 Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en adelante LPAC, o por un tercero interesado. En efecto, el art. 8 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 julio, del Poder Judicial –LOPJ– establece que "Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican", precisando el art. 9 LOPJ que "1. Los juzgados y Tribunales ejercerán su jurisdicción exclusivamente en aquellos casos en que les venga atribuida por esta u otra Ley" y "4. Los del orden contencioso administrativo conocerán de las pretensiones que se deduzcan en relación con los actos de la Administración Pública sujetos al Derecho Administrativo y con las disposiciones reglamentarias".

Por su parte, se denomina "revisión impropia", la que efectúa la propia Administración, a través de sus propios órganos, especializados o no, trasunto de lo dispuesto en el art. 103 CE 1978 y por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en adelante LPAC, y de las normas especiales que en el ámbito tributario se han dictado, a las que en su momento haremos referencia. Esta “revisión impropia”, llamada también administrativa es -y después se precisará- una facultad más (ex art. 17 LGT) de que dispone la Administración que junto a la de declarar derechos subjetivos (autotutela declarativa) y ejecutarlos (autotutela ejecutiva) puede revisar dichos actos de aplicación y ejecución, de oficio o instancia de los propios interesados.

Es importante analizar, con detalle, esta última modalidad, aun cuando en el desarrollo de la misma se omita, para evitar reiteraciones innecesarias, el carácter "impropio" de la misma.
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2. Naturaleza jurídica de la revisión administrativa


 La revisión de los actos administrativos efectuada por la propia Administración constituye una manifestación más de las potestades en las que se traducen los privilegios característicos del régimen administrativo español, a saber, la denominada "autotutela administrativa, declarativa y ejecutiva"; en otros términos, la Administración Pública dicta actos, los ejecuta, sin necesidad de acudir al auxilio judicial, y, en su caso, los revisa. Cítese a título de ejemplo, los arts. 38 y 39 LPAC a tenor de los cuales los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo "serán ejecutivos con arreglo a lo dispuesto en esta Ley" y "se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga los contrario", el art. 98 LPAC que establece el principio de ejecutoriedad de los actos administrativos y, en fin, el art. 99 LPAC en cuanto establece que las Administraciones Públicas podrán proceder a la ejecución forzosa de sus actos administrativos, previo requerimiento al ciudadano y con arreglo a las normas procedimentales que se establezcan.


Casuística:


Todo acto de la Administración tiene a su favor una presunción iuris tantum de legalidad y acierto, de modo que cuando no se demuestre su ilegalidad o error debe prevalecer el mismo (STS 18-7-1986).



El ejercicio de esas potestades se concreta y sujeta, necesariamente, a una serie de formalidades con el objeto inmediato de evitar conductas discrecionales de la Administración; esto es, toda la actuación administrativa, incluso la revisión de sus actos, está reglada y sometida a un proceso.

El proceso de revisión es, pues, un proceso administrativo especial, calificado por su finalidad; a saber, decidir el mantenimiento, modificación, rectificación o la privación de efectos de un acto o de una disposición administrativos.







3. Clases de revisión administrativa


 En puridad, la "revisión" tiende a verificar la conformidad del acto, actuación o sanción en cuestión con el ordenamiento jurídico; el efecto será, pues, declarar conforme a Derecho el acto en cuestión, o, caso contrario, modificarlo o anularlo; por su parte, cuando la Administración vuelve sobre sus propios actos, no ya para verificar si son o no conformes a derecho, sino la conveniencia o no de su mantenimiento por razones de interés público u oportunidad, estamos en presencia de la denominada "revocación".

Por su parte, la revisión, entendida en su sentido estricto como la acción de volver sobre un acto, con la finalidad de conformar su adecuación al ordenamiento jurídico, y, en su caso, modificarlo o anularlo, puede ser promovida por la propia Administración, o por persona distinta de la que dictó el acto en cuestión; la primera se conoce con el nombre genérico de "revisión de oficio", mientras que la segunda se reconoce bajo la denominación de "revisión a instancia de parte" y, por definición, como se verá, se efectúa a través de los "recursos administrativos". Ahora bien, el hecho de que en la mayoría de los procedimientos de revisión de oficio, los afectados o interesados por los actos en cuestión están, también, legitimados para promover la acción de la propia Administración, ha hecho que esta clasificación haya perdido gran parte de su razón, de suerte tal que la doctrina científica haya optado por una clasificación más acorde a la realidad existente; así, se prefiere por nuestra mejor doctrina, hablar de una "revisión ordinaria", que es la que se efectúa únicamente a instancia de persona distinta a la que dictó el acto, a través de los denominados recursos administrativos ordinarios, extraordinarios o especiales, sometidos, en todo caso, a un plazo preclusivo; y una "revisión extraordinaria", por cuanto puede incoarse, bien por la propia Administración bien por los propios interesados, con o sin sujeción alguna a plazo, por motivos tasados o no, y, en fin, dado su carácter, sujeta o no a procedimiento formal alguno.

Diferencias PER y recursos


	
• Se trata de una pluralidad de procedimientos revisores mediante los que la Administración Tributaria puede volver sobre sus propios actos, sanciones y resoluciones, corrigiendo sus defectos o anulándolos, las más de las veces por iniciativa propia, sin tener que esperar a su impugnación por los interesados. En algunos casos, no obstante, también los particulares pueden instar estos cauces de revisión.

	
• Estos procedimientos presentan como características comunes a todos ellos, además de la anterior, el que hecho de que pueden recaer sobre actos firmes, que gozan de amplios plazos para poder iniciarse, normalmente el de prescripción y que el presupuesto que los habilita no es ningún interés concreto, sino la estricta legalidad. 

	
• Son procedimientos especiales por ostentar un ámbito aplicativo concreto y una finalidad precisa y delimitada, frente al carácter general de los demás procedimientos de revisión, que admiten cualesquiera clases de fundamentaciones impugnatorias y sirven a cualesquiera clases de finalidades (anulatorias, de simple corrección o rectificación, etc.). 

	
• En la práctica totalidad de los casos, el protagonismo en ellos lo asume la propia Administración, a diferencia de lo que sucede en el campo de los recursos y las reclamaciones económico-administrativas, donde la iniciativa de la revisión siempre la marcan y definen los recurrentes (los interesados), así como el alcance y los límites de la misma. 









4. Régimen legal de la revisión administrativa


 El régimen legal básico de la revisión administrativa de los actos y actuaciones tributarios se encuentra, como no podía ser menos, en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (en adelante, LGT 2003) y, en su desarrollo, en el Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, en materia de revisión en vía administrativa –en adelante, RGRVA– que deroga los textos reglamentarios anteriores, a saber:


	
a)  El Real Decreto 2244/1979, de 7 de septiembre, por el que se reglamenta el recurso de reposición previo al económico-administrativo.

	
b)  El Real Decreto 1163/1990, de 21 de septiembre, por el cual se regula el procedimiento para la realización de devoluciones de ingresos indebidos de naturaleza tributaria, excepto los artículos 8, 9, 10, 11, 13, 14, la disposición adicional tercera y el apartado 3 de la disposición adicional quinta, que se derogan por el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de aplicación de los tributos (en adelante, RGIAT), en vigor a partir del día 1 de enero de 2008.

	
c)  El Real Decreto 391/1996, de 1 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de procedimiento en las reclamaciones económico-administrativas.

	
d)  El Real Decreto 136/2000, de 4 de febrero, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes, en lo relativo al reembolso del coste de las garantías prestadas para suspender la ejecución de las deudas tributarias y al régimen de actuaciones de la inspección de los tributos y se adapta a las previsiones de dicha ley el procedimiento para la realización de devoluciones de ingresos indebidos de naturaleza tributaria. Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo previsto en este real decreto (Disposición derogatoria única RGRVA).



Señálese de forma anticipada, que en ámbito que nos ocupa, la LGT ha sido objeto de cuatro modificaciones:  una, por Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias, otra, por la Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y de adecuación de la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha contra el fraude, la tercera -sustantiva- por la Ley 34/2015, de 21 de septiembre, de modificación parcial de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria y finalmente por la Ley 11/2021, de 9 de julio, de medidas de prevención y lucha contra el fraude fiscal, de transposición de la Directiva (UE) 2016/1164, del Consejo, de 12 de julio de 2016, por la que se establecen normas contra las prácticas de elusión fiscal que inciden directamente en el funcionamiento del mercado interior, de modificación de diversas normas tributarias y en materia de regulación del juego.

Por su parte, el RGRVA ha sufrido algunas modificaciones  por mor  del Real Decreto 1073/2017, de 29 de diciembre, por el que se modifica el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa, aprobado por el Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, todo ello con el objetivo de conseguir de forma plena los objetivos perseguidos por la Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y de adecuación de la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha contra el fraude, así como por la Ley 34/2015, de 21 de septiembre, de modificación parcial de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria que han introducido importantes modificaciones legales en el ámbito de la revisión en vía administrativa orientadas a diversos objetivos como el reforzamiento de la seguridad jurídica, la reducción de la litigiosidad o el incremento de la eficacia administrativa.

En este orden de cosas, la aprobación de la Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y de adecuación de la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha contra el fraude, y la consiguiente modificación de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, así como la Ley 34/2015, de 21 de septiembre, de modificación parcial de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria han introducido –ya se ha dicho- importantes modificaciones legales en el ámbito de la revisión en vía administrativa orientadas a diversos objetivos como el reforzamiento de la seguridad jurídica, la reducción de la litigiosidad o el incremento de la eficacia administrativa. En este sentido, para conseguir de forma plena los objetivos perseguidos por la norma legal anterior se ha hecho necesario como corolario lógico, la aprobación de una serie de modificaciones en el ámbito reglamentario, además de una serie de cambios que responden a cuestiones puramente técnicas. El  Real Decreto 1073/2017, de 29 de diciembre, por el que se modifica el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa, aprobado por el Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, da respuesta a esas necesidades.

Especial enjundia tiene, empero, la cuestión relativa a si las normas de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en adelante LPAC, son de aplicación en el ámbito tributario.

A este respecto, sabido es que la LPAC es de aplicación genérica en todas las Administraciones públicas (v.gr. General del Estado, Autonómica, Local e Institucional), sin perjuicio, claro está, de las remisiones propias que esta norma establezca a leyes especiales. En este orden de cosas, y por lo que al ámbito tributario se refiere, la Disposición adicional primera de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, dispone que las actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos en materia tributaria y aduanera, así como su revisión en vía administrativa se regirán por su normativa específica y supletoriamente por lo dispuesto en esta Ley, tal y como aparece asimismo recogido por el art. 7.2 LGT en cuanto dispone que "tendrán carácter supletorio las disposiciones generales del derecho administrativo y los preceptos del derecho común". Por ello, y tratándose de la revisión de actos administrativos de naturaleza tributaria, que es lo que nos ocupa, el sistema de fuentes estará integrado, por la propia Ley General Tributaria, por las Leyes propias de cada tributo, por los Reglamentos Generales dictados en desarrollo de la Ley General Tributaria y supletoriamente, por las disposiciones generales del Derecho administrativo (LPAC) como así precisa ahora  la Disposición adicional primera (Especialidades por razón de materia) LPAC cuando dispone que "Las siguientes actuaciones y procedimientos se regirán por su normativa específica y supletoriamente por lo dispuesto en esta Ley:  a) Las actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos en materia tributaria y aduanera, así como su revisión en vía administrativa (...) y c) Las actuaciones y procedimientos sancionadores en materia tributaria y aduanera, en el orden social, en materia de tráfico y seguridad vial y en materia de extranjería".

Aún con todo, ni la Ley 30/1992 era ni  Ley 39/2015 es meridianamente clara en cuanto a su carácter supletorio en materia de revisión de actos administrativos en materia tributaria y aduanera. Y tampoco la normativa tributaria aporta excesiva luz al respecto. En conclusión, y al socaire del régimen legal citado, podemos establecer que la revisión administrativa de los actos tributarios se puede efectuar a través de unos procedimientos extraordinarios, que bajo la denominación de "procedimientos especiales de revisión" se regulan en los arts. 216 y ss. LGT 2003, y son los siguientes:


	
1.  Procedimiento de revisión de actos nulos de pleno derecho (art. 217 LGT 2003).

	
2.  Procedimiento de declaración de lesividad de actos anulables (art. 218 LGT 2003).

	
3.  Procedimiento de revocación (art. 219 LGT 2003).

	
4.  Procedimiento de rectificación de errores (art. 220 LGT 2003).

	
5.  Recurso extraordinario de revisión (art. 244 LGT 2003).

	
6.  Procedimiento de devolución de ingresos indebidos (art. 221 LGT 2003)



O bien, a través de los procedimientos ordinarios de recurso, normalmente a instancia del interesado, mediante el denominado Recurso de Reposición (arts. 222 y ss. LGT 2003) o las Reclamaciones Económico-administrativas (arts. 226 a 243 y 245 a 248 LGT 2003).







5. Límites a la revisión en vía administrativa


 Sin perjuicio de lo que se precise en su caso, la utilización de estos “medios de revisión” se encuentra sometida a concretas limitaciones que puedan alterar los denominados principios de seguridad jurídica y paz social.

En este sentido, primero, la denominado “revisión de oficio” sólo puede ejercitarse en virtud de las causas tasadas previstas en la Ley; segundo, no es posible revisar los actos administrativos confirmados por Sentencia judicial firme (art. 213.3 LGT 2003, incluido las que lo sean por mor de allanamiento a la demanda (Res. TEAR Madrid, de 26-10-2015, Rec. 28/6696/2013), con lo que se da cumplimiento al principio constitucional de sometimiento de la Administración al control judicial (el límite de la cosa juzgada no opera en aquellos casos en que se alegue una nueva causa de nulidad no contemplada en el proceso judicial) y, tercero, en fin, el ejercicio de las facultades revisoras se encuentra sometido a límites temporales (tales facultades no pueden ser ejercitadas cuando, por prescripción de acciones o por el tiempo transcurrido) u otras circunstancias, que impliquen que su ejercicio resulte contrario a la equidad, la buena fe, el derecho de los particulares o a las Leyes (art. 110 de la LRJAP). Así, por ejemplo, las “resoluciones firmes de los órganos económico-administrativos, así como los actos de aplicación de los tributos y de imposición de sanciones sobre los que hubiera recaído resolución económico-administrativa”, no podrán ser revisados en vía administrativa, cualquiera que sea la causa alegada, salvo en los supuestos de nulidad de pleno derecho previstos en el artículo 217, rectificación de errores del artículo 220 y recurso extraordinario de revisión regulado en el artículo 244 de esta ley”. Tales preceptos incorporan literalmente a la norma el principio de ‘cosa juzgada administrativa’, denominación ésta que, si bien desde un punto de vista formal ha sido objeto de alguna crítica, su vigencia en este orden administrativo es innegable. Como dice la STSJ Cataluña de 16-01-2006 Rec. 1361/2001, “... el art. 55 REPREA recoge el impropiamente llamado principio de cosa juzgada administrativa, al impedirse, fuera de los casos de nulidad de pleno derecho y recurso extraordinario de revisión, la revocación ni modificación de las resoluciones firmes de los órganos económico-administrativos en vía administrativa. De esta manera, resuelta una reclamación económico-administrativa, sus pronunciamientos no pueden ser alterados ni desconocidos en vía administrativa”.

Finalmente, en caso de que, de conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional primera.1 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de No Residentes, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, se simultanee un procedimiento amistoso en materia de imposición directa previsto en los convenios o tratados internacionales con un procedimiento de revisión de los regulados en el Título V LGT 2003, se suspenderá este último hasta que finalice el procedimiento amistoso. En este orden de cosas, los procedimientos amistosos, citando la Exposición de Motivos del el Real Decreto 1794/2008, de 3 de noviembre (BOE n° 278, de 18-11-2008), por el que se aprueba el Reglamento de procedimientos amistosos en materia de imposición directa, en adelante RPAMID “constituyen un mecanismo de solución de conflictos entre dos Administraciones tributarias cuando la actuación de una o de ambas Administraciones produce o es susceptible de producir una imposición no conforme con el Convenio para evitar la Doble Imposición suscrito entre ambos Estados, o puede producir una doble imposición”. Se caracterizan, en términos generales, por ser procedimientos no judiciales, impregnados de un cierto carácter informal que procede de su falta de regulación procedimental, cuya meta es lograr que las Administraciones tributarias de los distintos Estados implicados sean capaces de negociar y conseguir una solución para el contribuyente que sufre una imposición no acorde con las disposiciones el Convenio de Doble Imposición. No obstante, no resulta imprescindible que el procedimiento termine con un acuerdo por parte de las Administraciones, pudiendo quedar la cuestión sin resolver.







6. Incidencia de la normativa COVID-19 en el ámbito de los procedimientos de revisión, recursos y reclamaciones tributarios previstos en la LGT


 El 11 de marzo de 2020 la Organización Mundial de la Salud declaró pandemia internacional la situación de emergencia ocasionada por el brote epidémico de COVID-19. El Gobierno, en la reunión extraordinaria del Consejo de Ministros de 14 de marzo de 2020, aprobó el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

El artículo 3 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, estableció, en el marco de lo dispuesto por el artículo sexto.dos de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, que la duración del estado de alarma sería de quince días naturales. mediante el Real Decreto 476/2020, de 27 de marzo, por el que se prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, la prórroga se extendió hasta las 00:00 horas del 12 de abril de 2020; mediante el Real Decreto 487/2020, de 10 de abril, se dispuso la prórroga hasta las 00:00 horas del día 26 de abril de 2020; el Real Decreto 492/2020, de 24 de abril, estableció una nueva prórroga hasta las 00:00 horas del 10 de mayo de 2020; y, el Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo, prorrogó el estado de alarma hasta las 00:00 horas del día 24 de mayo de 2020.

En este orden de cosas, en uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la Constitución Española, a propuesta de la Vicepresidenta Tercera del Gobierno y Ministra de Asuntos Económicos y Transformación Digital, y de los Ministros de Justicia, de Hacienda, de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, de Educación y Formación Profesional, de Trabajo y Economía Social, de Industria, Comercio y Turismo, de Agricultura, Pesca y Alimentación, para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, de Cultura y Deporte, de Derechos Sociales y Agenda 2030, de Ciencia e Innovación, de Consumo, de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, y de Universidades, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 31 de marzo de 2020, se aprobó el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, cuya Disposición adicional octava, prevé la denominada “Ampliación del plazo para recurrir.

El Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, por el que se prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, deroga la DA 3ª del citado RD 463/2020, con efectos de 1 de junio de 2020, de forma que, desde esa fecha, el cómputo de los plazos administrativos que hubieran sido suspendidos se reanudará, o se reiniciará, si así se hubiera previsto en una norma con rango de ley aprobada durante la vigencia del estado de alarma y sus prórrogas, tal y como así lo determina el art. 9 del citado Real Decreto 537/2020.

Finalmente, ha de ponderarse, en su caso, el Real Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, de medidas urgentes de prevención, contención y coordinación para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, denominada de “nueva normalidad".


	
1.-  Al cómputo de los plazos para recurrir en vía administrativa actos de naturaleza tributaria, incluidos los denominados “Procedimientos Especiales de Revisión”, art. 213.1 y 216 y ss. LGT.

	
2.-  A la  “suspensión” de los denominados “términos” y “plazos administrativos”, distintos a los de interposición de recurso o reclamación. Plazos de ordenación de los procedimientos, y cumplimiento de trámites de ordenación.

	
3.-  A la suspensión de los plazos de “prescripción" y “caducidad", esto es, al de ejercicio de derechos y potestades,  y de duración de los procedimientos.



Con detalle: 

1.-  Plazos para recurrir o para promover procedimientos de revisión.

Disposición adicional octava (Ampliación del plazo para recurrir) del  Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, en su redacción dada por la  Disposición adicional primera (Extensión de los plazos de vigencia de determinadas disposiciones tributarias del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, y del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19) 


	
1.-  El cómputo del plazo para interponer recursos en vía administrativa o para instar cualesquiera otros procedimientos de impugnación, reclamación, conciliación, mediación y arbitraje que los sustituyan de acuerdo con lo previsto en las Leyes, en cualquier procedimiento del que puedan derivarse efectos desfavorables o de gravamen para el interesado, se computará desde el día hábil siguiente a la fecha de finalización de la declaración del estado de alarma, con independencia del tiempo que hubiera transcurrido desde la notificación de la actuación administrativa objeto de recurso o impugnación con anterioridad a la declaración del estado de alarma. Lo anterior se entiende sin perjuicio de la eficacia y ejecutividad del acto administrativo objeto de recurso o impugnación.

	
2.-  En particular, en el ámbito tributario, desde la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020 de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, hasta el 30 de mayo de 2020, el plazo para interponer recursos de reposición o reclamaciones económico administrativas que se rijan por la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y sus reglamentos de desarrollo empezará a contarse desde el 1 de junio de 2020 y se aplicará tanto en los supuestos donde se hubiera iniciado el plazo para recurrir de un mes a contar desde el día siguiente a la notificación del acto o resolución impugnada y no hubiese finalizado el citado plazo el 13 de marzo de 2020, como en los supuestos donde no se hubiere notificado todavía el acto administrativo o resolución objeto de recurso o reclamación. Idéntica medida será aplicable a los recursos de reposición y reclamaciones que, en el ámbito tributario, se regulan en el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.



En otros términos, todo plazo señalado para recurrir o impugnar, ya sea señalado en horas, días, mes, o meses se computará desde el día 1 de junio de 2020 y vencerá en los términos del art. 30 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, así:


	
1.-  Los plazos expresados por horas se contarán de hora en hora y de minuto en minuto desde la hora y minuto en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate y no podrán tener una duración superior a veinticuatro horas, en cuyo caso se expresarán en días.
Ejemplo:


Plazo para formular voto particular por escrito, de 48 horas (arts. 29 y 30 RGRVA).





	
2.-  Los plazos expresados en días se contarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o la desestimación por silencio administrativo.
Ejemplo:


Plazo para interponer Recurso de Anulación, de 15 días (art. 241 bis LGT).





	
3.-  Si el plazo se fija en meses o años, éstos se computarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o desestimación por silencio administrativo. El plazo concluirá el mismo día en que se produjo la notificación, publicación o silencio administrativo en el mes o el año de vencimiento. Si en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira el último día del mes.
Ejemplo:


Plazo para interponer el Recurso de Reposición previo a la Reclamación Económico-administrativa.

Plazo para interponer Reclamación Económico-administrativa (Procedimiento general y abreviado),  Recurso de Alzada Ordinario, Recurso contra la Ejecución, Recurso Extraordinario de Alzada para la unificación de criterio y Recurso Extraordinario de Revisión, de un mes.

Recurso Extraordinario de Alzada para la unificación de Doctrina, tres meses.





	
4.-  Plazos señalados por meses o años en los Procedimientos Especiales de Revisión.En los términos expuesto en el punto 1, de la Disposición Adicional (ya citada) entendemos que lo allí expuesto es de aplicación a los citados Procedimiento especiales.





2.-  Plazos administrativos (tramitación y resolución).

Disposición adicional tercera (Suspensión de plazos administrativos) del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.  (1) 


	
1.-  Se suspenden términos y se interrumpen los plazos para la tramitación de los procedimientos de las entidades del sector público. El cómputo de los plazos se reanudará en el momento en que pierda vigencia el presente real decreto o, en su caso, las prórrogas del mismo.

	
2.-  La suspensión de términos y la interrupción de plazos se aplicará a todo el sector público definido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

	
3.-  No obstante, lo anterior, el órgano competente podrá acordar, mediante resolución motivada, las medidas de ordenación e instrucción estrictamente necesarias para evitar perjuicios graves en los derechos e intereses del interesado en el procedimiento y siempre que éste manifieste su conformidad, o cuando el interesado manifieste su conformidad con que no se suspenda el plazo.

	
4.-  Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, desde la entrada en vigor del presente real decreto, las entidades del sector público podrán acordar motivadamente la continuación de aquellos procedimientos administrativos que vengan referidos a situaciones estrechamente vinculadas a los hechos justificativos del estado de alarma, o que sean indispensables para la protección del interés general o para el funcionamiento básico de los servicios.

	
5.-  La suspensión de los términos y la interrupción de los plazos a que se hace referencia en el apartado 1 no será de aplicación a los procedimientos administrativos en los ámbitos de la afiliación, la liquidación y la cotización de la Seguridad Social.

	
6.-  La suspensión de los términos y la interrupción de los plazos administrativos a que se hace referencia en el apartado 1 no será de aplicación a los plazos tributarios, sujetos a normativa especial, ni afectará, en particular, a los plazos para la presentación de declaraciones y autoliquidaciones tributarias.



En otros términos, la Disposición adicional tercera del RD 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma, determinó la suspensión de plazos administrativos. En concreto suspende e interrumpe los plazos de tramitación de los procedimientos del sector público y solo permite acuerdos, mediante resolución motivada y previo consentimiento del interesado, cuando estos acuerdos sean en beneficio de los interesados.

Por lo tanto, quedaron paralizadas toda la tramitación de procedimientos de revisión,  recursos y reclamaciones económico-administrativas, por cuanto la mayoría de los trámites y resoluciones no son en favor del interesado, mientras dura la situación del estado de alarma.  (2) 

Así pues, por ejemplo, los plazos para resolver las reclamaciones económico-administrativas (general de un año con arreglo al artículo 240 LGT; o de seis meses en los procedimientos abreviados, según artículo 247 LGT) también se ven afectados por la suspensión de los plazos administrativos decretada por la DA 3ª del RD 463/2020.

Dichos plazos quedarán suspendidos desde el 14 de marzo hasta el 31 de mayo de 2020, reanudándose a partir del 1 de junio de 2020 por el tiempo que quedase hasta cumplir el año o los seis meses.

Ello tiene relevancia a efectos de poder entender desestimada la reclamación por silencio administrativo y poder interponer, en su caso, los correspondientes recursos judiciales contra esa desestimación por silencio.

Por ello, si el plazo del año o de los seis meses finalizara entre el 14 de marzo y el 31 de mayo de 2020, éste queda suspendido a partir del 14 de marzo, reanudándose el 1 de junio por los días que restaran hasta cumplir el año o los seis meses.

Si el plazo del año o de los seis meses venciera a partir del 1 de junio de 2020, al plazo del año o de los seis meses desde su inicio, deberá sumársele el plazo que va desde el 14 de marzo hasta el 31 de mayo de 2020 para entender cumplidos dichos plazos (dos mes y medio más aproximadamente).

3.- Suspensión de plazos de prescripción y caducidad.

Disposición adicional cuarta (Suspensión de plazos de prescripción y caducidad) del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.  (3) 

La suspensión de los plazos administrativos decretada por la DA 3ª del RD 463/2020 tiene también incidencia en la duración de los procedimientos administrativos, por cuanto esta duración se verá suspendida desde el 14 de marzo de 2020 hasta el 31 de mayo de 2020 (art. 9 Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo), reanudándose el cómputo el 1 de junio de 2020, lo que deberá tenerse en cuenta a efectos de determinar si se ha producido (o no) la caducidad del procedimiento.

En efecto, en el ámbito tributario, se prevé la prescripción de una serie de derechos en el artículo 66 de la LGT, siendo el plazo de prescripción de los mismos el de 4 años, a computar en los términos previstos en el artículo 67 de la LGT.

Estos plazos de prescripción se ven afectados por la suspensión de los plazos administrativos decretada por la DA 3ª del RD 463/2020, de forma que desde el 14 de marzo hasta el 30 de mayo de 2020 esos plazos de prescripción quedan suspendidos, reanudándose su cómputo a partir del 1 de junio de 2020.

Ello tiene relevancia en el ámbito de las reclamaciones económico-administrativas, por cuanto si  se notifica la correspondiente resolución en el plazo de 4 años desde la interposición de la reclamación, o desde la fecha de presentación de alegaciones en plazo, habría prescrito el derecho de la Administración a obtener la deuda tributaria mediante la correspondiente liquidación (art. 66.a) LGT).

Así pues, los plazos de prescripción y caducidad de cualesquiera acciones y derechos quedarán suspendidos durante el plazo de vigencia del estado de alarma y, en su caso, de las prórrogas que se adoptaren.

Especialmente, son de aplicación los siguientes matices a los plazos sustantivos: prescripción y caducidad


	
1.-  Suspensión de los plazos de prescripción y caducidad: Real Decreto 463/2020 de 14 de marzo, Disposición Adicional Cuarta.

Los plazos de prescripción y caducidad de cualesquiera acciones y derechos quedan suspendidos durante el plazo de vigencia del estado de alarma y, en su caso, de las prórrogas que se adoptaren.

Por ello, deberá tenerse en cuenta, a efectos de dicho cómputo de cuatro años citado, que desde el 14 de marzo hasta el 31 de mayo de 2020 quedó suspendido ese plazo de prescripción, reanudándose de nuevo el 1 de junio de 2020, por el tiempo que reste hasta cumplir los cuatro años. Téngase en cuenta, en fin, la Disposición final tercera de la Ley 11/2021, de 9 de julio, de medidas de prevención y lucha contra el fraude fiscal, de transposición de la Directiva (UE) 2016/1164, del Consejo, de 12 de julio de 2016, por la que se establecen normas contra las prácticas de elusión fiscal que inciden directamente en el funcionamiento del mercado interior, de modificación de diversas normas tributarias y en materia de regulación del juego, que modifica el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, que queda redactado de la siguiente forma:


«2. Desde la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, hasta el 30 de mayo de 2020 quedan suspendidos los plazos de prescripción y caducidad de cualesquiera acciones y derechos contemplados en la normativa tributaria.

En el caso de plazos de prescripción, la suspensión del párrafo anterior solo resultará aplicable a aquellos plazos que, sin tener en cuenta la misma, finalicen antes del día 1 de julio de 2021.»





	
2.-  Alzamiento de la suspensión de los plazos de prescripción y caducidad:Artículo 10 del Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, por el que se prorroga el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020. 

Con efectos desde el 1 de junio de 2020, se alzará la suspensión de los plazos de prescripción y caducidad de derechos y acciones.






Conclusiones:


Los plazos de prescripción y caducidad de derechos y acciones se reanudarán el día 1 de junio de 2020.




Ejemplo:


Prescripción sobrevenida en vía económico-administrativa, señalada en cuatro años desde la última actuación del contribuyente, efectuada con efectos interruptivos (normalmente, el  cumplimiento del trámite de alegaciones). A tal efecto el lapso de tiempo que media entre el 14/03/2020  y el 04/06/2020 (ambos incluidos), no se computa.








	 (1) 

	Téngase en cuenta que esta disposición se deroga, con efectos de 1 de junio de 2020, por la disposición derogatoria única.2 del Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, y desde esa fecha, el cómputo de los plazos administrativos que hubieran sido suspendidos se reanudará, o se reiniciará, si así se hubiera previsto en una norma con rango de ley aprobada durante la vigencia del estado de alarma y sus prórrogas, según determina el art. 9 del citado Real Decreto.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	
Según el Informe de la Subdirección de los Servicios Consultivos de la Abogacía del Estado, atendiendo a una interpretación literal, sistemática y finalista de la norma, hay que entender que se produce una suspensión automática de todos los procedimientos que tramiten las entidades del sector público, y ello sin distinción de sujetos ni de procedimientos:

- Desde el punto de vista objetivo, la disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020 alude  a suspensión de términos e interrupción de los plazos para la tramitación "de los procedimientos " de las entidades del sector público. Ello engloba procedimientos administrativos sujetos a la LCSP, a la LPAP, a la normativa tributaria y cualesquiera otros procedimientos que, independientemente de su objeto y regulación, puedan tramitar las entidades del sector público.  

- Desde el punto de vista subjetivo, la disposición adicional de continua referencia alude a "entidades del sector público", puntualizando en el apartado 2 que la suspensión de términos y la interrupción de plazos se aplicará "a todo el sector público definido en la Ley 39/2015". El artículo 2 de la Ley 39/2015 define, en su apartado 1, lo que se entiende por sector público, al delimitar el ámbito de aplicación de la Ley, sector público en el que se incluye la Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas, las Corporaciones Locales y el sector Institucional. En consecuencia, las entidades del sector institucional forman parte del sector público definido en el artículo 2.1 de la Ley 39/2015, al que remite la disposición adicional tercera.2 del Real Decreto 463/2020, a la hora de determinar el ámbito de la suspensión de términos y la interrupción de plazos que impone. Y ello con independencia de las previsiones del  artículo 2, apartado 2, de la Ley 39/2015, referidas al alcance de la sujeción de determinadas entidades del sector público institucional a la propia Ley 39/2015. 

- Desde el punto de vista de su finalidad, la disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020 es una medida excepcional, incluida en un Real Decreto que declara el estado de alarma, y cuya finalidad última es preservar la salud humana ante una situación de emergencia sanitaria. No se alcanza a comprender por qué esa finalidad no habría de concurrir respecto de determinados procedimientos, y respecto de determinadas entidades del sector público.



	 Ver Texto 




	 (3) 

	Téngase en cuenta que esta disposición se deroga, con efectos de 4 de junio de 2020, por la disposición derogatoria única.1 del Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, y desde esa fecha, se alzará la suspensión de los plazos contemplados en la misma, según determina el art. 8 del citado Real Decreto. 


	 Ver Texto 










Sección 3 Ámbito de aplicación






1. Procedimiento de revisión en las Comunidades Autónomas de régimen común


 Los medios de revisión a los que se ha hecho referencia son de aplicación en el ámbito de la Administración General del Estado, en el de las Comunidades Autónomas –en los términos previstos en la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre de Financiación de las Comunidades Autónomas (en adelante, LOFCA) y en la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas y el nuevo sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía– y en el de las Entidades Locales sin perjuicio, para estas últimas, de lo dispuesto, en la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización del gobierno local y en el Real Decreto-legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, tal y como establece el art. 1.1 LGT 2003 y art. 1.2 RGRVA.

A salvo, claro está, de lo dispuesto en las leyes que aprueban el Convenio y el Concierto Económico en vigor, respectivamente, en la Comunidad Foral de Navarra y en los territorios Históricos del País Vasco (art. 1.2 LGT 2003).

En conclusión, pues:

Los procedimientos de revisión son idénticos a los establecidos en la LGT. Ahora bien, la competencia para su conocimiento y resolución es distinta según se trate de tributos propios y tributos cedidos (v.gr. Impuesto sobre el Patrimonio, Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, Tributos sobre el Juego e Impuesto sobre Determinados Medios de Transporte). En el primer caso –como se verá puntualmente– las competencias las tienen asignadas las propias Comunidades Autónomas –CCAA– a través de sus órganos propios. Tratándose de tributos cedidos por el Estado, y según el art. 51 de la Ley 21/2001 –ya citada–, las Comunidades Autónomas serán competentes para:


	
a)  Resolver los recursos de reposición.

	
b)  Declarar la nulidad de pleno derecho, previo dictamen del Consejo de Estado u Órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma; y

	
c)  Declarar la lesividad de sus propios actos declarativos de derechos e impugnarlos en vía contencioso-administrativa.



No son objeto de delegación las siguientes competencias:

1. La revisión de los actos de gestión tributaria a los que se refiere el artículo 217 de la LGT 2003, salvo que la infracción manifiesta de norma legal se refiera a una disposición emanada de la Comunidad Autónoma.

2. El conocimiento de las reclamaciones económico-administrativas interpuestas contra los actos de gestión tributaria emanados de las Comunidades Autónomas, tanto si en ellas se suscitan cuestiones de hecho como de derecho, sin perjuicio de la participación de las mismas en los Tribunales Económico-Administrativos Regionales, sin perjuicio de la participación de las CCAA en los Tribunales Económico-administrativos Regionales. En los restantes tributos cedidos (v.gr. Impuesto sobre la Cerveza, Impuesto sobre el Vino, Impuesto sobre la Electricidad, ...), la revisión administrativa se residencia en la Administración estatal.








2. Procedimiento de revisión en Navarra


 De conformidad con lo establecido en los arts. 3 y 5 de la Ley 28/1990, de 26 de diciembre, por la que se aprueba el Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra (BOE de 27 de diciembre, corrección de errores BOE 26 de enero de 1991) y en los arts. 3 y 5 de la Ley 25/2003, de 15 de julio, de modificación del Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra (BOE de 16 de julio de 2003 y corrección de errores del día 4 de noviembre y 11 de diciembre) corresponderá, en todo caso, al Estado, entre otras competencias, la revisión de los tributos que se recauden mediante monopolios fiscales, los derechos de importación y los gravámenes a la importación en los Impuestos Especiales y en el Impuesto sobre el Valor Añadido. Para la exacción, gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión de los otros tributos convenidos y de los tributos propios de la Comunidad Foral, la Hacienda Pública de Navarra ostentará las mismas facultades y prerrogativas que tiene reconocidas la Hacienda Pública del Estado.

En este orden de cosas, destacan tres normas procedimentales: el Reglamento  del Recurso de Reposición y de las impugnaciones económico-administrativas,  aprobado por Decreto Foral 178/2001, de 2 de julio y el Decreto Foral 188/2002, de 19 de agosto, por el que se regulan las devoluciones de ingresos indebidos en materia tributaria y las solicitudes de rectificación, impugnaciones y controversias sobre las actuaciones tributarias de los obligados tributarios.


Ejemplo:


Por el Servicio de Tributos Directos y Grandes Empresas de la Hacienda de Navarra se impuso a Dª. Marisa Biurrun una sanción pecuniaria de 125 € por no atender en tiempo y forma un requerimiento que se le efectuó por el concepto IRPF–2006. No conforme con su contenido, Dª. Marisa decide recurrir ¿ante quién ha de ejercer la acción oportuna?

Para la exacción, gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión de los otros tributos convenidos, como es IRPF, la Hacienda Pública de Navarra ostentará las mismas facultades y prerrogativas que tiene reconocidas la Hacienda Pública del Estado. Por ello, Dª. Marisa deberá recurrir, si así lo estima oportuno, en reposición ante los propios Servicios de Tributos de la Hacienda de Navarra.

Vid. Decreto Foral 85/2018, de 17 de octubre, de la Comunidad Foral de Navarra, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión de actos en vía administrativa.









3. Procedimiento de revisión en País Vasco


 De conformidad con lo establecido en el art. 2 de la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico con el País Vasco corresponderá, en todo caso, al Estado, entre otras competencias, la revisión de los derechos de importación y de los gravámenes a la importación en los Impuestos Especiales y en el Impuesto sobre el Valor Añadido. Para la exacción, gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión de los otros tributos concertados y de los tributos propios de los Territorios Históricos, las Diputaciones Forales ostentará las mismas facultades y prerrogativas que tiene reconocidas la Hacienda Pública del Estado.








Sección 4 Los procedimientos de revisión y los tributos locales






1. Introducción y régimen legal de la revisión en el ámbito local


 La revisión administrativa de los actos tributarios en el ámbito de la Administración Local tiene, históricamente, peculiaridades propias que afectan tanto al régimen jurídico y al procedimiento del recurso de reposición -propio de la Administración local-, al de la reclamación económico-administrativa -suprimida con carácter general respecto de los actos de la Administración local por la LBRL 1985 e implantada de nuevo por la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización del gobierno local- y, cómo no, al de los denominados procedimientos especiales de revisión que, como se sabe, son el de revisión de actos nulos de pleno derecho, la declaración de lesividad de actos anulables, la revocación, la rectificación de errores y, con matices, el de devolución de ingresos indebidos.

Sin perjuicio de las precisiones y puntualizaciones oportunas, el régimen jurídico de la revisión administrativa de actos tributarios de carácter local se encuentra en el art. 14 del TRLHL 2004; por el art. 108 de la LBRL 1985, y, por remisión, por la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (en adelante, LGT 2003); además, resulta de aplicación la Ley 57/2003, de 16 de diciembre -antes citada- y, cómo no, los principios rectores del régimen jurídico contemplados en la  Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPAC).








2. Revisión de actos nulos de pleno derecho en el ámbito local. Especialidades


 La competencia para su adopción corresponde al Pleno de la Corporación Local (art. 110 LBRL 1985); no se precisa –a diferencia de lo que ocurre en el ámbito estatal- que ésta pueda delegarse; pero ello, no obstante, no parece existir inconveniente alguno para entender que dicha competencia sea delegable, en los términos del art. 9 LRJSP y art. 22 LBRL 1985.

El "dictamen favorable" será emitido por el Consejo consultivo correspondiente, petición que se cursará por los alcaldes de los municipios. Así, por ejemplo, en el caso de la Comunidad Valenciana, el dictamen es emitido por el Consejo Jurídico Consultivo, en los términos, entre otras, de la Ley 10/1994, de 19 de diciembre, de la Generalitat Valenciana, de Creación del Consejo Jurídico Consultivo de la Comunidad Valenciana (modificada parcialmente por la Ley 14/1997, de 26 de diciembre; por la Ley 6/2002, de 2 de agosto, de Estatuto de los Expresidentes de la Generalitat; por la Ley 11/2002, de 23 de diciembre; por la Ley 16/2003, de 17 de diciembre; y por la Ley 5/2005, de 4 de agosto) y, Decreto 37/2019, de 15 de marzo, del Consell, por el que se aprueba el Reglamento del Consejo Jurídico Consultivo de la Comunidad Valenciana.

No se establece plazo para el ejercicio de esta facultad. Por lo que puede efectuarse "en cualquier momento" (art. 106 LPAC); ello, no obstante, alguna jurisprudencia –conjugando los principios de seguridad jurídica y el de legalidad y dando preeminencia al primero de ellos- entiende que sólo podrá accionarse dentro del plazo de prescripción (vid. SSTS 11 de mayo de 1981, 7 de mayo de 1992 y SAN 12 de febrero de 1996).

Por su parte, y aun cuando no se establezca una especificación legal, no existe inconveniente para solicitar la suspensión de la ejecución del acto de que se trate con invocación al caso de lo previsto en el art. 108 LPAC: "Iniciado el procedimiento de revisión de oficio al que se refieren los artículos 106 y 107, el órgano competente para declarar la nulidad o lesividad podrá suspender la ejecución del acto, cuando ésta pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación".

En fin, la resolución expresa o presunta o el acuerdo de inadmisión a trámite de las solicitudes de los interesados pondrán fin a la vía administrativa (art. 217.8 LGT 2003) siendo impugnables ante los Juzgados de lo Contencioso-administrativo (art. 8 LJCA 1998)







3. Declaración de lesividad de actos anulables en el ámbito local. Especialidades


 La competencia para su adopción corresponde al Pleno de la Corporación Local (art. 110 LBRL 1985) o, en defecto de éste, al órgano colegiado superior y no se precisa –a diferencia de lo que ocurre en el ámbito estatal- que ésta pueda delegarse. Ello, no obstante, no parece existir inconveniente alguno para entender que dicha competencia sea delegable, en los términos del art. 9 LRJSP y art. 22 LBRL 1985.

Se reitera que sólo procede contra actos firmes, favorables a los interesados y en que la revisión lo sea en su perjuicio.







4. Revocación en el ámbito local. Especialidades


 Sólo opera respecto de actos de aplicación de los tributos y sanciones tributarias; no respecto de las resoluciones de reclamaciones económico-administrativas. Y se admite la litispendencia procesal; esto es, promovida una reclamación económico-administrativa, aun así el contribuyente podrá instar la revocación del acto o sanción de que se trate.

Ahora bien, en el ámbito tributario (estatal, autonómico y local) no opera de una forma tan amplia como en el ámbito común (art. 109 LPAC); en efecto, no puede hacerse "en cualquier momento" sino sólo "dentro del plazo de prescripción" (art. 219.2 LGT 2003) y no opera solo respecto de los de gravamen o desfavorables; se prevé que la revocación sea "en beneficio de los interesados", luego deja entrever que, por ejemplo, una liquidación a devolver pueda ser revocada si, concurriendo el motivo correspondiente, puede resultar una cantidad mayor a devolver.

No se prevé, en el ámbito local, quien es el órgano competente para su resolución; pero se establece que será distinto del órgano que dictó el acto de que se trata.

En materia de tramitación se señala que el órgano que dictó el acto elevará un informe sobre la procedencia, o no, de la revocación, siendo pues el único supuesto en el que el órgano auto del acto impugnado, amén de remitir el expediente de gestión y el informe preceptivo emite su parecer respecto la procedencia de la revocación.







5. Rectificación de errores en el ámbito local. Especialidades


 Su aplicación en el ámbito tributario local no ofrece dudas por la remisión expresa que ofrece el art. 14.1.a) TRLHL 2004.

Se reitera que la rectificación puede efectuarse en cualquier momento, respecto, pues, de actos administrativos o resoluciones firmes o no (art. 220.1 LGT 2003).

Se precisa que se corrigen a través de este procedimiento los "errores de hecho que resulten de los propios documentos incorporados al expediente", motivo éste al que históricamente se refería el art. 171 LGT 1963 como activador del recurso extraordinario de revisión y al que se refiere, asimismo, los arts. 113 y 125 LPAC, de aplicación, como se sabe, al ámbito tributario local. La razón de ello es, evidentemente, simplificar esta dualidad de vías impugnatorias, de difícil entendimiento para la generalidad de la doctrina. Además, la lógica informa que lo normal es que el error lo rectifique el órgano que lo ha padecido y no un órgano distinto.

Se precisa, en fin, que contra estas resoluciones cabe recurso de reposición –propio del ámbito local, entendemos- y, en su caso, reclamación económico-administrativa.


Ejemplo:


El ayuntamiento de Monóvar (Alicante) notificó a D. Luis García Peris determinada liquidación tributaria por el concepto Tasas de Basura. D. Luis advierte que en el acuerdo en cuestión se le identifica como D. Luis Gracia Peris, lo que considera si no erróneo sí equívoco. ¿Qué puede hacer?

Instar de la citada Corporación local la rectificación del error material advertido, en los términos del art. 220 LGT 2003.



En conclusión, pues, y como esquema recapitulativo podemos establecer el siguiente cuadro:










	 
	
Nulidad

(art. 217 LGT 2003)


	
Lesividad

(art. 218 LGT 2003)


	
Revocación

(art. 219 LGT 2003)


	
Error

(art. 220 LGT 2003)






	Objeto material
	Actos administrativos y sanciones tributarias y resoluciones económico-administrativas firmes
	Actos administrativos, sanciones tributarias y resoluciones económico-administrativas firmes
	Actos administrativos y sanciones tributarias, firmes o no.
	Actos administrativos, sanciones tributarias y resoluciones económico-administrativas firmes o no



	Contenido del acto
	Declarativos de derechos o de gravamen.
	Declarativos de derechos.
	Actos declarativos de derechos y de  gravamen.
	Declarativos de derechos o de gravamen.



	Efectos
	En beneficio o en perjuicio del interesado
	En perjuicio de los interesados
	En beneficio de los interesados
	En beneficio o en perjuicio de los interesados



	Plazo
	En cualquier momento
	Dentro del plazo de 4 años
	Dentro del plazo de prescripción
	En cualquier momento











6. Devolución de ingresos indebidos en el ámbito local. Especialidades


 Su aplicación en el ámbito tributario local no ofrece dudas por la remisión expresa que ofrece el art. 14.1.a) TRLHL 2004.

Se mencionan, ahora, los supuestos en los que procede la devolución de ingresos indebidos; primero, los que sean consecuencia de la acción propia del pago (art. 15.1.a TRLHL 2004), segundo, cuando el ingreso se repute indebido como consecuencia de un acto administrativo, de una resolución o de una sentencia (art. 15.1.b TRLHL 2004) y tercero, se incorpora, en fin, que los ingresos indebidos que traigan su causa de una autoliquidación y de una acto administrativo firme sólo podrá acordarse mediante la impugnación de aquella o de éste a través del procedimiento específico (v.gr. impugnación de autoliquidación –art. 120 LGT 2003- o el ejercicio de uno de los procedimientos especiales de revisión.







7. Recurso de reposición en el ámbito local


 1.  Generalidades, naturaleza y régimen legal

La aplicación y regulación del recurso de reposición en el ámbito local han estado siempre condicionadas por su propia naturaleza; en efecto, su carácter autónomo, su accidentada coordinación con el recurso de reposición ordinario y con el denominado "de reposición, previo al económico-administrativo", los diversos cambios normativos que ha experimentado y, en fin, su papel relevante en el ámbito que nos ocupan, han constituido, amén de sus notas singulares, los motivos de una viva polémica en su entorno.

Regulado, actualmente, en el art. 14.2 TRLHL 2004 (art. 108 LBRL 1985), su carácter obligatorio en el ámbito que nos ocupa no ofrece duda alguna, conclusión no tan clara cuando los actos controvertidos sean susceptibles de revisión en vía económico-administrativa (Nos referimos, básicamente, a los actos dictados por delegación en materia de gestión catastral en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles y de gestión censal en el Impuesto sobre Actividades Económicas). En efecto, se cuestiona en estos casos si al existir una doble vía impugnatoria, el recurso de reposición mantiene su carácter obligatorio o debe considerarse potestativo como en el régimen tributario estatal. Entendemos que, a semejanza de lo que ocurre al socaire de la Ley –establecimiento de una vía económico-administrativa local– el recurso de reposición es potestativo.

En este estado de cosas, las modificaciones que incorpora la LGT en materia de recurso de reposición no deben afectar especialmente a la normativa citada, si bien, ello, no obstante, no debemos ignorar que, primero, hay cuestiones de régimen jurídico contempladas en la LGT que imperativamente deben tener traslado al ámbito local y, segundo, que el propio art. 14 TRLHL 2004 establece una clara remisión a las normas de la LGT.

2.  Principios de orden general que resultan de aplicación en el ámbito tributario local

Tres son las cuestiones sobre las que podemos incidir; la primera, el interés exigidos para apreciar la legitimación en la interposición del recurso, la duración del plazo máximo de resolución y, en fin, la regulación de los intereses de demora.

La LGT exige únicamente "interés legítimo" para interponer el recurso de reposición previo al económico-administrativo (art. 232.1.b) LGT 2003 en relación con lo dispuesto en el art. 223.3 LGT 2003) mientras que el art. 14.2 TRLHL 2004 exige que éste sea "legítimo y directo". La legitimación derivada de la titularidad de un interés es un concepto que se encuentra sometido a un profundo proceso de revisión crítica, influenciada decisivamente por nuestro texto constitucional y la decidida tendencia de Jueces y Tribunales a fomentar el acceso a la justicia, eliminando obstáculos que impidan la tutela judicial efectiva consagrada por el art. 24 CE. En concreto, sienta el TS, como doctrina general, que el interés que atribuye la legitimación es aquel que puede resultar beneficiado o perjudicado por el ejercicio de la acción o recurso (por todas, STS 15-12-1986); por su parte, señala el Tribunal Constitucional (STC 60/1982, de 11 de octubre y STC 62/1983, de 11 de julio) que el ejercicio del derecho público subjetivo de acceso a la jurisdicción no precisa de la existencia de un interés directo y personal, bastando tan sólo, el llamado "interés legítimo" que se aproxima a un derecho fundamental. Ello no obstante, calificado jurisprudencialmente el interés cuando de aceptarse la petición que se alega in tesis o en situación potencial, producirá una declaración jurisdiccional que repercutiría de algún modo en la esfera del demandante, y sentado como principio general del derecho que "donde no hay interés no hay acción", se sigue exigiendo para su invocación la existencia de un vínculo personal y legítimo con el acto recurrido o con sus resultados; personal, en cuanto ha de favorecer a la persona que recurre, y, pese a la interpretación laxa y flexible del art. 19.1.a) de la LJCA 1998, ni se admite la acción popular en defensa de la legalidad ni, por ende, es bastante el mero interés a la legalidad (STS 24-05-1988); de ahí a que no pueda aceptarse la legitimación de entidades ni asociaciones en defensa de los intereses de sus asociados, salvo previsión expresa en contrario del Ordenamiento Jurídico y, en consecuencia, tampoco están legitimados los asociados por sus asociaciones (STS 12-04-1991); legítimo, en cuanto ha de ser susceptible de ser protegido por el Ordenamiento, lo que no debe confundirse con que el interés se halle respaldado por una norma legal en concreto; la nota de la legitimidad supone, además, desde el punto de vista interno, su invocación de buena fe (art. 7.2 CC) al igual que el ejercicio de cualquier derecho.

En cuanto al plazo máximo de resolución, mientras que el invocado art. 14.2.l TRLHL 2004 establece que "el recurso será resuelto en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de su presentación", debe entenderse que el citado plazo es de notificación de la resolución. En efecto, el plazo máximo para notificar la resolución al recurrente y a los demás interesados será de un mes contado desde el día siguiente al de presentación del recurso, debiéndose entender que la citada "presentación" es la fecha en la que el escrito de interposición tuvo entrada en el Registro del órgano competente para su tramitación (art. 21.3.b) LPAC). Señálese que el citado plazo máximo es de notificación de la resolución expresa por lo que, a los citados efectos, será suficiente acreditar que se ha realizado un intento de notificación que contenga el texto íntegro de la resolución (art. 104.2 LGT 2003). En el cómputo del citado plazo no se incluirá el periodo concedido para efectuar alegaciones a los titulares de derechos afectados a los que se refiere el art. 232.3.2º LGT 2003, ni el empleado por otros órganos de la Administración para remitir los datos o informes que se soliciten. Los periodos no incluidos en el cómputo del plazo por las circunstancias anteriores no podrán exceder de dos meses (art. 225.4 LGT 2003). Transcurrido el plazo máximo para resolver sin haberse notificado resolución expresa, y siempre que se haya acordado la suspensión del acto recurrido, dejará de devengarse el interés de demora en los términos previstos en el artículo 26.4 LGT 2003 (último párrafo del art. 224.4 LGT 2003). Además, transcurrido el citado plazo de un mes desde la interposición, el interesado podrá considerar desestimado el recurso al objeto de interponer la reclamación procedente. Esta denegación presunta no exime al órgano competente de la obligación de resolver en todo caso (art. 225.5 LGT 2003). Contra la resolución de un recurso de reposición no puede interponerse de nuevo este recurso (art. 225.6 LGT 2003)  precisando la jurisprudencia (por todas, STS de 21-02-1995) que el acto por el que se resuelve un recurso de reposición no es susceptible de nuevo recurso administrativo. Ha de considerarse, por tanto, como acto definitivo en vía administrativa, que la Administración no puede ya revisar si no es con arreglo a los mecanismos previstos en el régimen administrativo común o especial  (v.gr. la declaración de nulidad, declaración de lesividad ...).

Por último, debe recordarse que si como consecuencia de la desestimación del recurso, hubiese de ingresarse total o parcialmente la deuda recurrida, se liquidarán intereses de demora por todo el periodo de suspensión, salvo incumplimiento de los plazos de resolución (art. 26.4 LGT 2003) y en los supuestos de impugnación de sanciones (art. 212.3 LGT 2003); asimismo, en el caso de la anulación de liquidaciones, se exigirán los intereses de demora sobre el importe de la nueva liquidación de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 26.5 LGT 2003, preceptos éstos que resultan aplicables al ámbito local cuanto que responden, a nuestro juicio, a principios materiales de orden común.

3.  Principios a los que se remite el art. 14 TRLHL 2004

3.1.  Generalidades

Dispone el art. 14.2.i) TRLHL 2004 que, con carácter general, la interposición del recurso de reposición no suspenderá la ejecución del acto impugnado, con las consecuencias legales consiguientes, incluso la recaudación de cuotas o derechos liquidados, intereses y recargo, precisando que "no obstante, y en los mismos términos que en el Estado, podrá suspenderse la ejecución del acto impugnado mientras dure la sustanciación del recurso aplicando lo establecido en el Real Decreto 2244/1979, de 7 de septiembre, por el que se reglamenta el recurso de reposición previo al económico-administrativo y en el Real Decreto 391/1996, de 1 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de procedimiento en las reclamaciones económico-administrativas, con las siguientes especialidades: ..."

La derogación expresa de los citados Cuerpos reglamentarios efectuada por la Disposición derogatoria única de Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa –RR-, evidencia, pues, que la remisión en materia de suspensión de actos impugnados deba efectuarse pues a las previsiones que al efecto señala este último texto reglamentario.

Por último, debe recordarse que la Ley del Catastro Inmobiliario –LCI- (Real Decreto Legislativo 1/2004) establece unas normas específicas de suspensión, más estrictas que las generales y que, en principio, deben considerarse de aplicación preferente. Así, por ejemplo, el art. 12.4 TRLCI 2004 sólo admite la suspensión en los casos de imposible o difícil reparación, imponiendo una ejecutoriedad casi sin excepción.

3.2.  Normas que regulan la suspensión en el recurso de reposición previsto en la LGT

La suspensión de la ejecución del acto impugnado, en el recurso de reposición, cabe definirla como el aplazamiento afianzado de la ejecución de un acto tributario mientras se sustancia y resuelve el citado recurso de reposición.

Es una excepción al principio de ejecutividad de los actos administrativos (art. 38 LPAC) y, por ello, debe ser rogada; por ello, la mera interposición del recurso de reposición no suspenderá la ejecución del acto impugnado –con las consecuencias legales consiguientes, incluyendo las relativas a la recaudación de cuotas o derechos liquidados, intereses y recargos–; sólo la solicitud de suspensión con aportación de las garantías que señala el artículo 224.2 LGT 2003 (depósito de dinero o de valores públicos, fianza personal o solidaria de otros contribuyentes para deudas inferiores a la cuantía que se establezca reglamentariamente; aval o fianza solidaria de entidad de crédito (Banco o Caja o Sociedad de garantía recíproca o, como novedad, certificado de seguro de caución) suspenderá el procedimiento de recaudación relativo al acto recurrido (art. 25.1 RR de 2005).

En este orden de cosas, las garantías que se constituyan deberán cubrir el importe del acto impugnado, los intereses de demora que genere la suspensión y los recargos que procederían en caso de ejecución de la garantía (art. 25.3 párrafo primero RGRVA), esto es, la deuda, los importes que, en concepto de recargo del período ejecutivo, deberá cubrir la garantía que se aporte –que serán los siguientes-:


	
a)  El 5 por ciento de la deuda cuya suspensión se solicita, cuando la solicitud se presente una vez finalizado el período voluntario de pago sin que se hubiere notificado la providencia de apremio respecto a dicha deuda.

	
b) El 10 por ciento de la deuda cuya suspensión se solicita, cuando la solicitud se presente dentro del plazo de ingreso iniciado con la notificación de la providencia de apremio.

	
c) El 20 por ciento de la deuda cuya suspensión se solicita, cuando la solicitud se presente una vez transcurrido el plazo de ingreso iniciado con la notificación de la providencia de apremio y, en fin, los intereses de demora suspensivos, en función de la garantía constituida.



En este orden de cosas, cuando, por la naturaleza de la garantía a constituir, se requiera establecer anticipadamente el importe que debe cubrir en concepto de intereses de demora, y sin perjuicio de su ulterior determinación, se incluirá la cantidad correspondiente a un mes en caso de que la suspensión se limite a la tramitación de un recurso de reposición. Si la garantía extendiera también sus efectos al procedimiento económico-administrativo, el importe a garantizar en concepto de intereses de demora comprenderá la suma de la cantidad correspondiente a un mes y, además, las cantidades correspondientes a:


	
a)  Seis meses en caso de que la suspensión comprenda la tramitación de una reclamación económico-administrativo por el procedimiento abreviado.

	
b) Un año en caso de que la suspensión comprenda la tramitación de una reclamación económico-administrativa por el procedimiento general en única instancia.

	
c) Dos años en caso de que la suspensión comprenda la tramitación de una reclamación económico-administrativa cuya resolución en primera instancia sea susceptible de recurso de alzada.



Para el cálculo de dicho importe se aplicará el tipo de interés de demora previsto en el artículo 26 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, y como término inicial se atenderá a la fecha en la que se presentó la solicitud de suspensión o, en caso de haberse presentado en período voluntario, la fecha en que este período se entiende finalizado.

La garantía aportada en el recurso de reposición mantendrá sus efectos en el procedimiento económico-administrativo en todas sus instancias, si se interpusiera la correspondiente reclamación y la garantía aportada cubriera dicha posibilidad.

Asimismo, si el interesado lo considera conveniente, y sin perjuicio de la decisión que adopte el órgano judicial en la pieza de medidas cautelares, podrán extender sus efectos a la vía contencioso-administrativa. El recurrente también podrá solicitar la suspensión limitando sus efectos al recurso de reposición (art. 25.2 RGRVA).

Por excepción a todo lo dicho, primero, si la impugnación en reposición afectase a una sanción tributaria, su ejecución quedará suspendida de forma automática en periodo voluntario sin necesidad de aportar garantía hasta que sea firme en vía administrativa; además, en estos casos, no se exigirán intereses de demora por el tiempo que transcurra hasta la finalización del plazo de pago en periodo voluntario abierto por la notificación de la resolución que ponga fin a la vía administrativa (principio de no ejecutoriedad de los actos administrativos) -art. 212.3 LGT 2003-; ahora bien, no se suspenderán con arreglo a esta letra las responsabilidades por el pago de sanciones tributarias previstas en el art. 42.2 LGT 2003 (art. 25.1.c. RGRVA in fine y, es más, como consecuencia de la doctrina de los actos firmes, y dado que previamente a la actuaciones con el responsable se podrían haber producido actuaciones de recaudación con otros obligados tributarios, la suspensión no afectará a las actuaciones de recaudación que se hubieran producido hasta ese momento [art. 25.1.c) párrafo segundo RGRVA] y, segundo, podrá suspenderse la ejecución del acto recurrido sin necesidad de aportar garantía, cuando se aprecie que el acto adolece de algún error material, de hecho o aritmético (art. 224.3 LGT 2003).

Por último, si la suspensión afectase a un acto censal de un tributo de gestión compartida (IBI e IAE), no se suspenderá, por este hecho, el procedimiento de cobro de la liquidación que, en su caso, se haya practicado, por cuanto, en síntesis, la liquidación la practica un órgano distinto del que conoce el recurso de reposición. La liquidación que se practique sólo se suspenderá si el contribuyente la recurre y aporta, en su caso, las garantías procedentes. Así, por ejemplo, si se impugna en reposición un valor catastral, la liquidación que practique en su caso el Ayuntamiento no se suspenderá por ese mero hecho. Deberá impugnarse, de forma autónoma la citada liquidación y solicitarse la suspensión de la misma. Ello sin perjuicio de que, si la resolución que se dite en materia censal afectase al resultado de la liquidación abonada, se realice de oficio la correspondiente devolución de ingresos indebidos. Adviértase, en fin, que dicha previsión legal sólo opera cuando el acto censal es recurrido en reposición; nada se dice, empero, cuando se impugne en vía económico-administrativa (art. 224.1 párrafo tercero LGT 2003).

Será competente para tramitar y resolver la solicitud de suspensión el órgano que dictó el acto que se recurre (art. 25.4 RGRVA).

La solicitud de suspensión se formulará en el mismo escrito de interposición del recurso de reposición, aunque nada impide que se haga en un momento posterior; en todo caso, la solicitud deberá ir necesariamente acompañada de los documentos originales de la garantía aportada, pues no surtirá efectos suspensivos la solicitud a la que no se acompañe la correspondiente garantía sin necesidad de resolución expresa al efecto (art. 25.5 RGRVA).

Si la solicitud acredita la existencia del recurso de reposición y adjunta garantía bastante, la suspensión se entenderá acordada desde la fecha de la solicitud y sin necesidad de resolución. Ahora bien, cuando se solicite la suspensión en un momento posterior a la interposición del recurso, los efectos suspensivos se producirán desde el momento de presentación de la solicitud (art. 25.6 y art. 25.8 RGRVA).

Examinada la solicitud, los órganos competentes para conocer de la suspensión requerirán al interesado concediéndole un plazo improrrogable de diez días para la subsanación de defectos únicamente en los siguientes casos:


	
a)  Cuando la garantía aportada no cubra el importe al que se refiere el art. 224.1 LGT 2003 (insuficiencia).

	
b)  Cuando el aval o fianza de carácter solidario prestado por una entidad de crédito o una sociedad de garantía recíproca, el certificado de seguro de caución prestado por una entidad aseguradora o la fianza personal y solidaria prestada por otros contribuyentes de reconocida solvencia, no reúnan los requisitos exigibles (inidoneidad). Dichos requisitos se determinarán mediante Orden Ministerial.



En el citado requerimiento se advertirá al interesado que en caso de que no lo atienda en su totalidad se le tendrá por desistido de su solicitud archivándose la misma sin más trámite. No se efectuará requerimiento de subsanación cuando junto a la solicitud no se acompañe los documentos originales de la garantía aportada. En este caso procederá el archivo de la solicitud.

Cuando los defectos de la garantía se hayan subsanado en el plazo otorgado para ello tras la recepción del requerimiento al que se refiere el apartado anterior, el órgano competente acordará la suspensión con efectos desde la solicitud (art. 25.7 RGRVA).

La notificación de la resolución conteniendo la denegación expresa de la suspensión del acto recurrido implicará que la deuda tributaria deberá pagarse en los plazos previstos en el artículo 62.2 LGT 2003 si la deuda se encontraba en periodo voluntario en el momento de solicitar la suspensión en vía administrativa. Durante este plazo no será posible solicitar nuevamente la suspensión de la ejecución del acto. La resolución se notificará al recurrente por el mismo órgano que hubiera dictado la misma indicando el nuevo plazo del artículo 62.2 LGT 2003 en el que la deuda debe ser satisfecha. Si la deuda no se ingresa en el plazo anterior se iniciará el periodo ejecutivo (art. 25.10 RGRVA).

Si la deuda se encontraba en periodo ejecutivo, el procedimiento de apremio deberá iniciarse o continuarse cuando se notifique la resolución en la que se deniega la suspensión, sin que junto con dicha notificación deba indicarse plazo de ingreso de la deuda (art. 25.10 párrafo tercero RGRVA).

Las resoluciones desestimatorias de la suspensión serán susceptibles de reclamación económico-administrativa ante el Tribunal al que correspondería resolver la impugnación del acto cuya suspensión se solicita (art. 25.11 RGRVA).

Si como consecuencia de la desestimación del recurso, hubiese de ingresarse total o parcialmente la deuda recurrida, se liquidarán intereses de demora por todo el periodo de suspensión, salvo incumplimiento de los plazos de resolución (art. 26.4 LGT 2003) y en los supuestos de impugnación de sanciones (art. 212.3 LGT 2003).

Si el recurso de reposición no afecta a la totalidad de la deuda, la suspensión podrá referirse sólo a la parte recurrida, debiendo ingresarse la cantidad restante (art. 224.4 LGT 2003).


Ejemplo:


D. Pere Sadurní recibió del Ayuntamiento de Mataró (Barcelona) la liquidación tributaria correspondiente al Impuesto sobre Circulación de Vehículos A Motor, ejercicio 2007, en razón de un vehículo que le pertenecía y que dice haber enajenado con anterioridad. Disconforme con la citada liquidación y en razón de dicho argumento, ¿qué puede hacer?.

Interponer en tiempo y forma el Recurso de reposición previsto en el art. 14 LBRL 1985. La resolución que se adopte agotará la vía administrativa (art. 114 LPAC) y contra la misma sólo cabrá interponer recurso contencioso-administrativo.









8. Reclamaciones económico-administrativas en el ámbito local


 1.  Generalidades

Como se sabe, la LBRL suprimió en el ámbito local las reclamaciones económico-administrativas, lo que fue muy criticado por la doctrina española. La LRHL reintrodujo dicha vía para determinadas aspectos (v.gr. la impugnación del padrón, los actos aprobatorios de la delimitación del suelo, las ponencias de valores y los valores catastrales del Impuesto sobre Bienes Inmuebles y la formación de la Matrícula del Impuesto y los actos de señalamiento de cuotas y clasificación de actividades en el IAE) lo que se mantiene en la actualidad en los términos del art. 7 TRLHL 2004 en cuya virtud los actos de gestión que se realicen en el ejercicio de facultades delegadas serán impugnables con arreglo al procedimiento que corresponda al ente gestor; así, por ejemplo, si el acto es dictado por la Administración del Estado, procederá la interposición de una reclamación económico-administrativa previo, en su caso, la interposición del potestativo recuso de reposición. Son impugnables, pues, las ponencias de valores (art. 27 TRLCI 2004), los actos de asignación de valores catastrales resultantes de procedimientos de valoración colectiva (art. 29.4 TRLCI 2004) y la incorporación de bienes inmuebles en el catastro Inmobiliario (art. 12.4 TRLCI 2004); asimismo, son impugnables los actos de gestión censal del IAE (art. 91.4 TRLHL 2004). Además, a la vista de la Sentencia del Tribunal Supremo de 25 de abril de 2016 (recurso número 896/16), recogida por la Audiencia Nacional en la de 17 de abril de 2017 (recurso núm. 390/2015), el TEAC (Res. 00/01892/00/00/0, de 14.09.2017) cambia de criterio para adecuarse a la línea jurisprudencial marcada, admitiendo, nuevamente, la impugnación indirecta de las ponencias de valores en el momento de concretarse la asignación individual de valores, si bien limitando esta posibilidad a la aplicación concreta de la ponencia al bien objeto de valoración individualizada.

Además, la reclamación económico-administrativa es aplicable cuando el acto de gestión es dictado por la Administración local por delegación en materia de gestión censal o catastral de los citados tributos (art. 91.4 párrafo segundo TRLHL 2004) si bien en estos casos el recurso de reposición será el del art. 14.2 TRLHL 2004 pues así se prevé de forma expresa. Recordemos que, según el art. 14.2.a) TRLHL 2004 son impugnables, mediante el recurso de reposición propio, todos los actos dictados por las entidades locales en vía de gestión de sus tributos propios y de sus restantes ingresos de derecho público, estableciéndose que "Lo anterior se entiende sin perjuicio de los supuestos en los que la Ley prevé la posibilidad de formular reclamaciones económico-administrativas contra actos dictados en vía de gestión de los tributos locales; en tales casos, cuando los actos hayan sido dictados por una entidad local, el presente recurso de reposición será previo a la reclamación económico-administrativa."

2.  La Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización del gobierno local y el establecimiento de la vía económico-administrativa

El artículo 137 de la LBRL 1985, en su redacción dada por la Ley, de 16 de diciembre, prevé en los denominados "municipios de gran población" la creación de un órgano para la resolución de las reclamaciones económico-administrativas que se promuevan contra los actos de gestión, liquidación, recaudación e inspección de tributos e ingresos de derecho público, que sean de competencia municipal, para el que se prevé un estatuto especial, siendo características singulares del mismo, las siguientes:

Primera: El órgano especializado ejercerá las siguientes funciones: El conocimiento y resolución de las reclamaciones sobre actos de gestión, liquidación, recaudación e inspección de tributos e ingresos de derecho público, que sean de competencia municipal; el dictamen sobre los proyectos de ordenanzas fiscales y, en fin, en el caso de ser requerido por los órganos municipales competentes en materia tributaria, la elaboración de estudios y propuestas en esta materia.

Segunda; La resolución que se dicte pone fin a la vía administrativa y contra ella sólo cabrá la interposición del recurso contencioso-administrativo.

Tercera: Los interesados podrán, con carácter potestativo, presentar previamente contra los actos previstos en el apartado 1.a el recurso de reposición regulado en el artículo 14 TRLHL 2004. Contra la resolución, en su caso, del citado recurso de reposición, podrá interponerse reclamación económico-administrativa ante el órgano citado.

Cuarta: El órgano especializado estará constituido por un número impar de miembros, con un mínimo de tres, designados por el Pleno, con el voto favorable de la mayoría absoluta de los miembros que legalmente lo integren, de entre personas de reconocida competencia técnica, y cesarán por alguna de las siguientes causas: A petición propia, cuando lo acuerde el Pleno con la misma mayoría que para su nombramiento; cuando sean condenados mediante sentencia firme por delito doloso; cuando sean sancionados mediante resolución firme por la comisión de una falta disciplinaria muy grave o grave.

Solamente el Pleno podrá acordar la incoación y la resolución del correspondiente expediente disciplinario, que se regirá, en todos sus aspectos, por la normativa aplicable en materia de régimen disciplinario a los funcionarios del ayuntamiento.

Quinta: El funcionamiento del órgano especializado se basará en criterios de independencia técnica, celeridad y gratuidad. Su composición, competencias, organización y funcionamiento, así como el procedimiento de las reclamaciones se regulará por reglamento aprobado por el Pleno, de acuerdo en todo caso con lo establecido en la Ley General Tributaria y en la normativa estatal reguladora de las reclamaciones económico-administrativas, sin perjuicio de las adaptaciones necesarias en consideración al ámbito de actuación y funcionamiento del órgano.

Sexta: A estos efectos, a los Municipio de Gran Población se refiere el art. 135 LBRL 1985 en su redacción dada por la Ley 57/2003, y son:


	
-  Municipios cuya población supere los 250.000 habitantes.

	
-  Municipios capitales de provincia cuya población supere los 175.000 habitantes.

	
-  Municipios capitales de provincia, capitales autonómicas o sede de las instituciones autonómicas, cuando así lo decida la asamblea legislativa de la comunidad autónoma a iniciativa del respectivo ayuntamiento.

	
-  Municipios cuya población supere los 75.000 habitantes, que presenten circunstancias económicas, sociales, históricas o culturales especiales, cuando así lo decida la Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma a iniciativa del respectivo ayuntamiento.

	
-  Municipios que estuvieran previamente sujetos a este Régimen, aunque actualmente no cumplan ninguna de las condiciones anteriores por haber disminuido su población.



A efectos de cuantificar población se toma como referencia el padrón municipal.

Numerosos municipios de gran población (v.gr. de más de 250.000 habitantes, como Madrid, Valencia, Zaragoza, Málaga, Murcia, Valladolid o Gijón; capitales de provincia de más de 175.000 habitantes, como Granada, Oviedo o Santa Cruz de Tenerife; Capitales de provincia, capitales autonómicas o sede de las instituciones autonómicas, que pertenecen al ámbito de aplicación de la ley por haberlo decidido la asamblea legislativa de la comunidad autónoma a iniciativa del respectivo ayuntamiento, como Logroño o, en fin, Municipios cuya población supera los 75.000 habitantes y que presentan circunstancias económicas, sociales, históricas o culturales especiales (Castellón de la Plana), que pertenecen al ámbito de aplicación de la ley por haberlo decidido la asamblea legislativa de la comunidad autónoma a iniciativa del respectivo Ayuntamiento, como Móstoles, en los términos del Reglamento Orgánico por el que se regula el Tribunal Económico-Administrativo de la Ciudad de Móstoles (BOCAM número 158, de 05-07-2005) han aprobado, dentro de sus ordenanzas fiscales, la adaptación orgánica necesaria.


Ejemplo:


D. Pere Sadurní recibió del Ayuntamiento de Valencia (Valencia) la liquidación tributaria correspondiente al Impuesto sobre Circulación de Vehículos A Motor, ejercicio 2011, en razón de un vehículo que le pertenecía y que dice haber enajenado con anterioridad. Disconforme con la citada liquidación y en razón de dicho argumento, ¿qué puede hacer?

La ciudad de Valencia es un Municipio de Gran Población y dispone de un órgano especial para la revisión de actos tributarios (el Jurat Tributari).

Así pues, en el caso, Pere deberá interponer, en tiempo y forma, una reclamación económico-administrativa o recurso equivalente para ante el Órgano especial (v.gr. Jurado Tributario) o, con carácter previo, el Recurso de reposición previsto en el art. 14 LBRL 1985. La resolución que se adopte agotará la vía administrativa (art. 114 LPAC) y contra la misma sólo cabrá interponer recurso contencioso-administrativo.



Séptima:  El recurso de reposición al que nos referimos se interpondrá dentro del plazo de un mes contado desde el día siguiente al de la notificación expresa del acto cuya revisión se solicita o al de finalización del período de exposición pública de los correspondientes padrones o matrículas de contribuyentes u obligados al pago.

Recordemos, en palabras del Tribunal Supremo (STS 11.03.2004, Rec. 8798/1998) que “/... en los tributos de cobro periódico por recibo, notificada la liquidación correspondiente al alta en el respectivo registro, padrón o matrícula, podían notificarse colectivamente las sucesivas liquidaciones mediante edictos que así lo adviertan; y precisamente por ello el art. 14.4 de la Ley de Haciendas Locales, al establecer el régimen de recursos, señala una doble alternativa para interponer el recurso de reposición previo al contencioso-administrativo, bien contando el plazo desde la finalización del de exposición pública de los Padrones o Matrículas de contribuyentes, bien desde la notificación expresa de la liquidación o acto recurrido individualmente al contribuyente. En el presente caso las liquidaciones que impugna la demandante son las sucesivas posteriores a las del alta, y aunque ésta la haya recurrido, en tanto no se anule y se produzca una liquidación diferente no era necesaria una notificación individual, en contra de lo que se alega en la demanda, y dichas liquidaciones diferentes no se ha acreditado que se produjeran, en cuanto a las que son objeto del recurso respecto de las anteriores salvo en su caso los incrementos legales. Por lo que, en definitiva, no interpuesto el recurso dentro del plazo indicado en los edictos, había de declararse extemporáneo, porque el plazo o período de pago del tributo figurado en el recibo enviado al contribuyente lo es para facilitar el pago y el mismo no supone notificación de la liquidación que ya se ha llevado a cabo colectivamente".  

Recuérdese que, en el ámbito de la LGT 2003, tratándose de deudas de vencimiento periódico y notificación colectiva (v.gr. cuotas nacionales y provinciales del IAE) , el plazo para la interposición del Recurso de Reposición se computará a partir del día siguiente al de finalización del período voluntario de pago. 

3.  Normas que regulan en la LGT la suspensión en las Reclamaciones Económico-administrativas

El régimen jurídico se contempla, básicamente,  en los arts. 135 LGT 2003 (tasación pericial contradictoria) 212.3 LGT 2003 (suspensión de sanciones) y, en general, arts. 233 LGT 2003 y arts. 39 a 47 RGRVA y, en su desarrollo, por, entre otras:


	
• Resolución de 21 de diciembre de 2005, de la Secretaría de Estado de Hacienda y Presupuestos y Presidencia de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que se dictan criterios de actuación en materia de suspensión de la ejecución de los actos impugnados mediante recursos y reclamaciones y de relación entre los Tribunales Económico-Administrativos y la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

	
• Resolución de 27 de diciembre de 1999, de la Dirección General de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que se establecen las condiciones generales y el procedimiento para la validación mediante un código NRC de los avales otorgados por las entidades de crédito y por las sociedades de garantía recíproca y presentados por los interesados ante la Administración Tributaria, modificada por Resolución de 11 de abril de 2005, de la Dirección General de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, que modifica la de 27 de diciembre de 1999, por la que se establecen las condiciones generales y el procedimiento para la validación mediante un código NRC de los avales otorgados por las Entidades de crédito y por las Sociedades de Garantía Recíproca y presentados por los interesados ante la Administración Tributaria, introduciendo un modelo normalizado de aval para garantizar el cobro de las deudas que pudieran derivarse de las actas de Inspección con acuerdo.

	
• Orden EHA/3987/2005, de 15 de diciembre, por la que se desarrolla parcialmente el Reglamento General de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa, aprobado por Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, sobre requisitos de suficiencia de determinadas garantías aportadas para obtener la suspensión de la ejecución de los actos impugnados.

	
• Por controvertido, y hasta la reforma de la LGT, la jurisprudencia del Tribunal Supremo (STS de 10 de diciembre de 2008, Rec. nº 3941/06, STS de 8 de noviembre de 2010, Rec. nº 4941/07 y STS de 16 de febrero de 2015, Rec. nº 705/13) confiere naturaleza sancionadora a los acuerdos de la Administración que declaran la responsabilidad solidaria de las deudas tributarias de las personas o entidades "que sean causantes o colaboren activamente en la realización de una infracción tributaria". Esta jurisprudencia supone que, en materia de derivación de responsabilidad de los administradores, dada su naturaleza sancionadora se produce una suspensión automática tanto de la sanción como de la cuota. En sentido contrario, se pronuncia la Resolución del TEAC de 06/09/2012 (RG 4452/2011) dictada en unificación de criterio. 



Así pues, se mantiene la suspensión automática con las mismas garantías y alcance que en el recurso de reposición (art. 233.2 LGT 2003); se mantiene la posibilidad de prestar otras garantías distintas a las tasadas cuando no exista posibilidad alguna de prestar ésta, si bien ya no es necesario acreditar la existencia de "perjuicios de imposible o difícil reparación" (art. 233.3 LGT 2003); se prevé que el tribunal podrá suspender la ejecución del acto con dispensa total o parcial de garantías cuando dicha ejecución pudiera causar perjuicios de difícil o imposible reparación (art. 233.4 LGT 2003) estableciéndose que en este supuesto y en de suspensión con garantías no tasadas, el tribunal podrá modificar la resolución sobre la suspensión cuando aprecie que no se mantienen las condiciones que motivaron la misma, cuando las garantías aportadas hubieran perdido valor o efectividad, o cuando conozca de la existencia de otros bienes o derechos susceptibles de ser entregados en garantía que no hubieran sido conocidos en el momento de dictarse la resolución sobre la suspensión; se podrá, en fin, suspender la ejecución del acto recurrido sin necesidad de aportar garantía cuando se aprecie que al dictarlo se ha podido incurrir en error aritmético, material o de hecho y, en fin, que cuando se trate de actos que no tengan por objeto una deuda tributaria o cantidad líquida (v.gr. un requerimiento de información), el tribunal podrá suspender su ejecución cuando así lo solicite el interesado y justifique que su ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación (art. 233.10 LGT 2003).

Por lo demás, se establece que la suspensión de la ejecución del acto se mantendrá durante la tramitación del procedimiento económico-administrativo en todas sus instancias (art. 233.7 LGT 2003); que la suspensión producida en el recurso de reposición se podrá mantener en la vía económico-administrativa en las condiciones que se determinen reglamentariamente (art. 233.8 LGT 2003) y, en fin, que se mantendrá la suspensión producida en vía administrativa cuando el interesado comunique a la Administración tributaria en el plazo de interposición del recurso contencioso-administrativo que ha interpuesto dicho recurso y ha solicitado la suspensión en el mismo. Dicha suspensión continuará, siempre que la garantía que se hubiese aportado en vía administrativa conserve su vigencia y eficacia, hasta que el órgano judicial adopte la decisión que corresponda en relación con la suspensión solicitada. Tratándose de sanciones, la suspensión se mantendrá, en los términos previstos en el párrafo anterior y sin necesidad de prestar garantía, hasta que se adopte la decisión judicial.

Por último, se señala que cuando deba ingresarse total o parcialmente el importe derivado del acto impugnado como consecuencia de la resolución de la reclamación, se liquidará interés de demora por todo el período de suspensión, teniendo en consideración lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 26 LGT 2003 y en el apartado 3 del artículo 212 LGT 2003.

En fin, la ejecución del acto o resolución impugnados mediante un recurso extraordinario de revisión (art. 244 LGT 2003 y art. 125 LPAC) no podrá suspenderse en ningún caso.

Especialmente, y así se concluye por lo visto en otros apartados de la Obra y se anticipa para otras, primero,  la presentación de la solicitud de tasación pericial contradictoria, o la reserva del derecho a promoverla a que se refiere el art. 135 LGT 2003, determinará la suspensión de la ejecución de la liquidación y del plazo para interponer recurso o reclamación contra la misma; segundo, la interposición en tiempo y forma de un recurso o reclamación administrativa contra una sanción implica que la ejecución de las sanciones quedará automáticamente suspendida en periodo voluntario sin necesidad de aportar garantías hasta que sean firmes en vía administrativa y tercero, en fin, muy especialmente, debemos recordar la regla especial aparece contemplada en el art. 62, apartado octavo LGT 2003, según el cual: "El ingreso de la deuda de un obligado tributario se suspenderá total o parcialmente, sin aportación de garantías, cuando se compruebe que por la misma operación se ha satisfecho a la misma o a otra Administración una deuda tributaria o se ha soportado la repercusión de otro impuesto, siempre que el pago realizado o la repercusión soportada fuera incompatible con la deuda exigida y, además, en este último caso, el sujeto pasivo no tenga derecho a la completa deducción del importe soportado indebidamente" en cuya razón sólo se suspenderá el ingreso de un tributo sin garantía, como consecuencia de la aplicación de otro tributo eventualmente incompatible con el primero, cuando se haya producido el ingreso efectivo del primero, en el bien entendido de que la no exigencia de la garantía sólo puede verse justificada si ya se han percibido ingresos por el Tesoro Público por uno de los tributos cuya procedencia se encuentra en liza. Ello se aplicará aun cuando se trate de tributos repercutidos y soportados por el obligado tributario que pretende la suspensión de otros tributos incompatibles con el primero y liquidados con posterioridad.








Sección 5 Capacidad y representación






1. Capacidad jurídica y capacidad de obrar


 El artículo 214 LGT 2003 (Capacidad y representación, prueba, notificaciones y plazos de resolución) dispone que en los procedimientos especiales de revisión, recursos y reclamaciones previstos en el Título III LGT 2003 serán de aplicación las normas sobre capacidad y representación establecidas en la sección IV del capítulo II del Título II LGT 2003, y las normas sobre prueba y notificaciones establecidas en las secciones II y III del capítulo II del Título III LGT 2003, precisando que lo dispuesto se aplicará teniendo en consideración las especialidades reguladas en la vía económico-administrativa. Por otra parte, a efectos del cómputo de los plazos de resolución previstos en Título III será de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 104 LGT 2003.

A su vez, el Título III del Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos (RGIAT) constituye, básicamente, el desarrollo reglamentario de los capítulos I y II del Título III de la LGT 2003. Ello, no obstante, el capítulo III de este Título III (RGIAT) desarrolla las normas comunes sobre las actuaciones y los procedimientos tributarios.

En este orden de cosas, lo primero que se ha de tener en cuenta es el sistema de fuentes establecido en el artículo 97 de la LGT 2003; por ello, en primer lugar, se regulan en esta materia las especialidades de los procedimientos administrativos en materia tributaria respecto de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y demás normas de desarrollo de la citada ley, que afectan a las fases de iniciación, tramitación y terminación. También se incluye una sección para regular la intervención de los obligados tributarios en las actuaciones y procedimientos tributarios, al objeto de recoger con quién se desarrollarán las actuaciones en los supuestos específicos previstos sólo en el ámbito tributario como son los que se refieren a actuaciones con entidades sin personalidad jurídica o a las entidades que tributan en régimen de imputación de rentas, los que afectan la concurrencia de varios obligados tributarios en un mismo presupuesto de una obligación, los que afectan a los sucesores de personas físicas, jurídicas y demás entidades sin personalidad, y los que se refieren a las actuaciones relativas a los no residentes. Asimismo, se regula en esta sección la representación tanto legal como voluntaria. Aunque se trata del desarrollo de normas sustantivas ubicadas en el Título II de la LGT 2003, es necesario desarrollar reglamentariamente algunos aspectos procedimentales de estas disposiciones y, por razones de ordenación sistemática, se incluyen en el capítulo dedicado a las normas comunes sobre actuaciones y procedimientos tributarios. También se incluye una última sección dedicada a regular algunos aspectos de las notificaciones en materia tributaria.

La capacidad es un concepto propio de la Teoría General del Derecho. Ontológicamente puede ser configurada como una cualidad de las personas que, a efectos jurídicos se desdobla en dos grados conocidos, generalmente, con los nombres de capacidad jurídica y capacidad de obrar.

El concepto de capacidad jurídica coincide con el de personalidad del art. 29 CC (Real Decreto de 24 de julio de 1889, Gaceta de 25 de julio) o lo que es lo mismo, con la aptitud para ser sujeto de derechos y obligaciones. Es un concepto meramente estático ya que, a través del mismo, el ordenamiento jurídico liga a aquel que la tiene la titularidad de derechos y obligaciones. Se trata, pues, de un atributo de la persona, y por ende, dada su ligazón innata a ella, es plena y absoluta; así, la tienen todas las personas físicas por el mero hecho del nacimiento siempre que concurran, además, las circunstancias que el Código Civil prevé al efecto (art. 29 CC) y subsiste hasta su fallecimiento; por su parte, las personas jurídicas la tienen desde que se constituyen válidamente con arreglo a Derecho. En el ámbito del Derecho procesal, la capacidad jurídica se identifica como capacidad para ser parte.

Por su parte, la capacidad de obrar es la aptitud para realizar actos con eficacia jurídica. El concepto de capacidad de obrar o, en sentido propio, capacidad procesal (legitimatio ad processum) es un concepto dinámico, ya que no se trata de la posibilidad de ser titular de derechos y obligaciones, sino de ejercitar y realizar unos y otros. Para adquirir la capacidad de obrar, pues, no basta con el mero nacimiento, sino que se precisa, además, la concurrencia de una voluntad consciente a los efectos de la propia actividad. Así las cosas, y por su propia naturaleza, la capacidad procesal de las físicas puede no ser plena y absoluta, en cuyo caso, actúan por quienes no la tienen en su plenitud sus representantes legales. Por contra la capacidad de obrar de las personas jurídicas, entes colectivos producto formal del Derecho, queda directamente establecida por las normas de su creación, por sus estatutos o por las reglas de fundación, hasta su extinción o disolución, legal o voluntaria (arts. 35 a 39 CC).

Para conocer quién goza de capacidad de obrar como presupuesto previo a la legitimación económico-administrativa hay que acudir a las normas del ordenamiento civil y, en su caso, mercantil.

Así, sólo los mayores de edad tienen plena capacidad de obrar (art. 322 CC) y, por lo tanto, antes de cumplir 18 años nadie podrá ejercer acciones procesales o administrativas sin la intervención necesaria de sus representantes legales, a salvo, claro está, cuando aquellos hubieran sido emancipados (art. 323 CC) u obtenido el beneficio de la mayoría de edad, bajo curatela (art. 321 y art. 286 CC). Por excepción, queda exceptuados de representación los actos relativos a derechos de la personalidad u otros que, de acuerdo con las Leyes y con sus condiciones de madurez, pueda realizar el menor por sí mismo (art. 162, art. 10 y art. 267 CC), teniendo el mayor de dieciséis años la administración ordinaria de los bienes que hubiera adquirido con su trabajo o industria, con mero consentimiento de los padres para los que excedan de ella (art. 164 y art. 31 CC). La intervención de los menores en los procedimientos en los que tengan la condición de interesados –según se verá– se realizará a través de su representante legal (padres, tutores, curadores, ...); ahora bien, dicha intervención precisará, además, en la cumplimentación de determinados actos, la autorización judicial oportuna; así, por ejemplo, los padres la deberán recabar para renunciar derechos, y los tutores, además, para transigir o someter a arbitraje cuestiones en que el tutelado tuviese interés, así como para entablar demanda en nombre de los sujetos tutelados, salvo casos urgentes o de escasa cuantía.

Por su parte, las enfermedades físicas (en concreto, la ceguera y la mudez,) no afectan a la capacidad de obrar; ahora bien, por los sordomudos que no sepan leer ni escribir, como están sometidos a tutela (arts. 200.2 y 213 CC) graduable según su grado (art. 218 CC), cuando se fije ésta podrá incluir la capacidad procesal; en su caso, habrá de comparecer en el procedimiento económico-administrativo representado por tutor; por su parte, los enfermos mentales (locos y dementes, ...) deberán actuar necesariamente mediante representante; la razón, palmaria por otra parte, radica en la imposibilidad de prestar consentimiento (art. 1263 CC). El art. 32 del CC. incluye también, entre las circunstancias modificativas de la capacidad de obrar, la prodigalidad; en estos casos, es necesario que la sentencia de incapacidad (art. 221 CC) incluya la comparecencia en juicio entre los actos que a aquél le son vedados (art. 221.2 CC); en caso contrario, pueden actuar por sí mismos (arts. 297 y ss CC). Existe, empero, una presunción a favor de la existencia de capacidad mental que puede ser destruida mediante cualquier prueba directa (STS 28-6-1990).


Casuística:


Lo esencial para que una deficiencia sea generadora de una incapacidad no es su naturaleza y constancia, sino su persistencia, de suerte tal que aun cuando sea cíclica o esporádica puede ser motivo suficiente (STS 10-2-1986).



En todos los casos citados (menores e incapacitados) la representación se acreditará mediante el Libro de Familia, Certificación del Registro Civil o testimonio de la Resolución judicial correspondiente. Recuérdese que el ejercicio de la patria potestad por uno de los padres con el consentimiento del otro se presumirá con arreglo al art. 156 CC.

En caso de concurso de acreedores, habrá de estarse a lo dispuesto entre otros, por la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (BOE 8 de enero de 2000) –LEC– y arts. 1914 CC y 878 del CCom aprobado por Real Decreto de 22 de agosto de 1885 (Gaceta de 16 de octubre y 24 de noviembre). Sientan los citados preceptos la inhabilitación del quebrado y concursado para la "administración de sus bienes y derechos", por lo que, en principio, no parece ilógico pensar que por aquellos deban intervenir en defensa de sus derechos aquellos órganos que ostenten su representación legal (el depositario-administrador, y los síndicos). En sentido contrario se manifiesta algún sector doctrinal, para quien dicha limitación no supone una incapacidad in abstracto, precisando que el quebrado y el concursado podrán comparecer en juicio siempre que se trate de ejercitar acciones que no guarden relación con los intereses patrimoniales que se discuten en el concurso o en la quiebra. Señalase, en fin, que todas las declaraciones de incapacidad de los quebrados o concursados y las prohibiciones para el desempeño por éstos de cargos o funciones o para el desarrollo de cualquier clase de actividades establecidas en preceptos legales no modificados expresamente por el Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Concursal) se entenderán referidas a las personas sometidas a un procedimiento de concurso en el que se haya producido la apertura de la fase de liquidación.

La representación del quebrado, o la situación de la suspensión de pagos, se acreditarán mediante Certificado del Registro Mercantil (arts. 320 y ss Real Decreto 1784/1996, 19 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Registro Mercantil) –RRM– (BOE de 31 de julio) o testimonio de la correspondiente resolución judicial.

Por último, respecto de los extranjeros, tendrán éstos los mismos derechos civiles que los españoles, salvo lo dispuesto en las leyes especiales y Tratados (art. 27 CC); precisando la jurisprudencia que tendrán la capacidad de obrar que les otorguen las leyes de su país, si no chocan con los principios de orden público nacionales (STC 107/1984, de 23 de noviembre).

Pues bien, en el ámbito que nos ocupa el art. 44 LGT 2003 establece que "Tendrán capacidad de obrar en el orden tributario, además de las personas que la tengan conforme a derecho, los menores de edad y los incapacitados en las relaciones tributarias derivadas de las actividades cuyo ejercicio les esté permitido por el ordenamiento jurídico sin asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela, curatela o defensa judicial. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados cuando la extensión de la incapacitación afecte al ejercicio y defensa de los derechos e intereses de que se trate".








2. Representación legal y representación voluntaria


 En los procedimientos tributarios, por los que carecen de capacidad de obrar deberán actuar sus representantes legales, y por las personas jurídicas, obviamente por razón de su personalidad, quienes ostenten su representación según prevean sus estatutos, pactos o convenios constitutivos; por su parte, los interesados con capacidad de obrar pueden actuar por sí, o por medio de representante, no exigiéndose condición alguna para ser representante por lo que, en principio, podrán serlo quienes profesionalmente se dediquen a las actividades de representación y asistencia (abogados, asesores fiscales, procuradores, gestores administrativos, Agentes de Aduanas, ...) o cualquier otra persona que tenga, al menos, capacidad de obrar.

1.  Representación legal

Por las personas físicas que carezcan de capacidad de obrar actuarán sus representantes legales (v.gr. quienes ejerzan la patria potestad o quienes tengan la tutela o curatela) quienes, a efectos del régimen jurídico de infracciones y sanciones, tendrán, en su caso, la consideración de sujetos infractores (art. 181.a) LGT 2003). La representación legal de las personas físicas, en fin, es compatible técnicamente con la representación voluntaria; por ello, nada impide –salvo decisión judicial en contrario– al representante legal de un menor o de un incapacitado designar un representante voluntario.

Por las personas jurídicas actuarán las personas que ostenten, en el momento en que se produzcan las actuaciones tributarias correspondientes, la titularidad de los órganos a quienes corresponda su representación bien por disposición de la ley bien por acuerdo válidamente adoptado –representación orgánica–. La representación legal de las personas jurídicas, en fin, es asimismo compatible técnicamente con la representación voluntaria; por ello, nada impide al representante legal de una sociedad –v.gr. administrador– designar un representante voluntario. En todo caso, el representante de una persona jurídica debe ostentar la representación en el momento en que se produzcan las actuaciones tributarias para las que aquella necesita estar representada.

Por los entes sin personalidad (herencias yacentes, comunidades de bienes de hecho, ...) a los que se refiere el artículo 35.4 LGT 2003 actuará en su representación el que la ostente, siempre que resulte acreditada en forma fehaciente y, de no haberse designado representante, se considerará como tal el que aparentemente ejerza la gestión o dirección y, en su defecto, cualquiera de sus miembros o partícipes.

Por último, cuando los obligados tributarios no tengan su domicilio en España –y para permitir su localización– la LGT 2003 exige el nombramiento de un representante que sí tenga su domicilio en el territorio español. En efecto, dispone el artículo 47 LGT 2003 que los obligados tributarios que no residan en España, deberán designar un representante con domicilio en territorio español a los efectos de sus relaciones con la Administración tributaria. Esta obligación se establece actualmente con una mayor flexibilidad, pues el artículo 47 LGT 2003 solo exige a los no residentes la designación obligatoria de representante en tres casos:


	
a)  Cuando operen en territorio español a través de un establecimiento permanente.

	
b)  Cuando lo establezca expresamente la normativa tributaria.

	
c)  Cuando por las características de la operación o actividad realizada, o por la cuantía de la renta obtenida, así lo requiera la Administración tributaria. Se prevé, además, que la designación del representante deberá comunicarse a la Administración en los términos que señale la normativa del tributo correspondiente, tipificándose como infracción tributaria leve la falta de comunicación a la Administración la designación del representante (artículo 198 LGT 2003) sancionándose dicha conducta con arreglo a lo dispuesto en la LGT 2003 o en la normativa propia de cada tributo.



2.  Representación voluntaria

Los obligados tributarios con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante, que podrá ser un asesor fiscal con el que se entenderán las sucesivas actuaciones administrativas, salvo que se haga manifestación expresa en contrario.

En este orden de cosas, para interponer recursos o reclamaciones, desistir de ellos, renunciar a derechos, asumir o reconocer obligaciones en nombre del obligado tributario, solicitar devoluciones de ingresos indebidos o reembolsos y en los restantes supuestos en que sea necesaria la firma del obligado tributario en los procedimientos regulados en los títulos III, IV y V LGT 2003, la representación deberá acreditarse por cualquier medio válido en Derecho (representación bastante –art. 3.1 RGRVA–) que deje constancia fidedigna o mediante declaración en comparecencia personal del interesado ante el órgano administrativo competente. A estos efectos, serán válidos los documentos normalizados de representación que apruebe la Administración tributaria para determinados procedimientos.

Así pues, la representación voluntaria, puede acreditarse mediante las siguientes formas:


	
a)  Mediante documento público; normalmente, poder otorgado en escritura ante Notario, ya sea poder general o especial, sin que sea necesario su inscripción en el Registro Civil; si se tratara de poder mercantil, éste deberá estar inscrito en el Registro Mercantil para considerase bastante, si bien este defecto es subsanable (Res. TEAC 10 de febrero de 1977) y tratándose de otro tipo de asociaciones (v.gr. Cooperativas, Fundaciones ...) los poderes citados deberán hallarse, asimismo, inscritos en el Registro correspondiente.A este respecto, debe recordarse que los instrumentos públicos autorizados por Notario hacen fe en todo el territorio nacional sin necesidad de legalización (art. 30 Ley de 28 de mayo de 1862, del Notariado), siendo, además, válidos en España los documentos públicos extranjeros, otorgados con arreglo a las reglas del país correspondiente, sin necesidad de legalización.



	
b)  Documento privado con firma notarialmente legitimada y, en su caso, legalizada.Basta que la firma del poderdante esté legitimada por Notario pues la legalización, entendida como comprobación de la firma de un Notario por otros dos, ha dejado de exigirse (arts. 256, 265 y 266 Reglamento Notarial).



	
c)  Poder apud acta; esto es, mediante comparecencia del interesado ante el funcionario competente.

	
d)  Apoderamiento administrativo, mediante la suscripción de documentos de dicha naturaleza, normalizados y autorizados expresamente al efecto para procedimientos específicos.



Por su parte, para los actos de mero trámite (art. 46.3 LGT 2003) se presumirá concedida la representación. No se precisa en la Ley lo que debe entenderse por "actos de trámite", pudiéndose señalar que participan de su naturaleza los que no son tasados expresamente por el art. 46.2 LGT 2003 como, en su caso, de inexcusable acreditación válida de la representación (v.gr. interponer recursos o reclamaciones, desistir de unos y otros, ...) y, entre ellos, se incluyen las actuaciones que deben realizarse por los obligados tributarios para instruir un procedimiento (v.gr. aportar documentación, facilitar datos y antecedentes, presentar materialmente escritos, ...).

Por último, en el ámbito de las reclamaciones económico-administrativas, se tendrá por acreditada la representación voluntaria, sin necesidad de aportar uno de los medios establecidos en el art. 46.2 LGT 2003, cuando la representación hubiera sido admitida por la Administración Tributaria en el procedimiento en el que se dictó el acto impugnado (art. 234 LGT).


Casuística:


Hay que tener en cuenta que la presentación de declaraciones no puede considerarse un acto de mero trámite, por lo que habrá de probarse la representación (STS 22-6-2001).



La falta o insuficiencia del poder no impedirá que se tenga por realizado el acto de que se trate, siempre que se acompañe aquél o se subsane el defecto dentro del plazo de 10 días –contados a partir del siguiente al de la notificación del requerimiento– que deberá conceder al efecto el órgano administrativo competente. En ese mismo plazo, -y a diferencia de lo que ocurre en el Derecho Común, ex art. 5 LPAC- el interesado podrá ratificar la actuación realizada por el representante en su nombre y aportar el documento acreditativo de la representación (art. 3.2 RGRVA). Es más, los artículos 2 y 3 del RGRVA, contemplan la posibilidad de que sea el interesado (representado) el que ratifique las actuaciones que hayan sido realizadas en su nombre y representación sin poder suficiente, lo que impone la necesidad de que el requerimiento al efecto también se le haga al reclamante (y no sólo a aquél que dice interponer la reclamación por cuenta y nombre del reclamante), máxime en un supuesto en el que quien actuaba como representante manifestó que renunciaba a tal representación (STSJ Castilla y León 16-02-2012, No de Recurso: 1600/2008, No de Resolución: 255/2012). La aportación o subsanación del documento acreditativo de la representación ha de hacerse inexcusablemente –so pérdida del derecho- en el plazo de diez días contados a partir del día siguiente al de la notificación del requerimiento (STSJ Cataluña 02-02-2012, no de Recurso 929/2008), si bien se considera subsanado el defecto de falta de acreditación de la representación en vía económico-administrativa, aun cuando la acreditación tuviera lugar transcurrido el plazo de los diez días concedidos al efecto pero antes de que se dictara resolución.

Finalmente, no podemos olvidar que con la  reforma a la LGT 2003 en 2015 se establece una presunción de representación voluntaria a favor de aquellos que la ostentaron en el procedimiento de aplicación de los tributos del que derive el acto impugnado, lo que sin duda supone la eliminación de costes indirectos a los obligados tributarios (art 34.1.k LGT 2003). A tal efecto, se tendrá por acreditada la representación voluntaria, sin necesidad de aportar uno de los medios establecidos en el artículo 46.2 LGT 2003, cuando la representación hubiera sido admitida por la Administración tributaria en el procedimiento en el que se dictó el acto impugnado (art. 234.2 LGT 2003). Quiérese decir ello que, por ejemplo, reconocida la representación en el procedimiento de aplicación del tributo (a través del documento administrativo de representación, por ejemplo), ésta ha de surtir efectos en vía económico-administrativa, en única, primera o segunda instancia, y en  el marco de los recursos oportunos, incluido el recurso extraordinario de revisión, pues éste, como los otros, no son sino "reclamaciones económico-administrativas" a las que afectan las normas generales del art. 234 LGT 2003. En otros términos, reconocida en el procedimiento de aplicación del tributo o en que sancionadora condición de representante de una persona, ésta permanece durante la tramitación de los recursos o reclamaciones a los haya lugar en vía administrativa , ya que en caso de ser admitida tal representación previamente no cabe negársela a "posteriori" tal y como se venía sosteniendo por algún pronunciamiento jurisprudencial aislado tal que el fijado en Sentencia núm. 470, del Tribunal Supremo de 12 de abril de 1989 aunque -se precisa- esta representación anterior lo fuera en fases anteriores del mismo  procedimiento, y ahora se extienda a procedimientos distintos, aunque, es obvio, íntimamente vinculados como son el de aplicación del tributo y de revisión (reposición o reclamación económico) en vía administrativa. Es más, la representación que no fue otorgada de forma expresa a un tercero para actuar en el seno de un procedimiento sancionador, puede entenderse ratificada cuando, con motivo de la reclamación económico administrativa interpuesta contra la actuación administrativa en dicho procedimiento sancionador, no se alega en la misma la eventual inexistencia o insuficiencia de la representación de quien actuó como representante en el procedimiento sancionador (STS 3-10-2019, Rec. 5193/2017).

Por lo demás, cuando en el marco de la colaboración social en la gestión tributaria o en los supuestos que se prevean reglamentariamente, se presente por medios telemáticos cualquier documento ante la Administración tributaria (v.gr. presentación de declaraciones o comunicaciones, interposición de recursos, solicitudes de fraccionamientos o aplazamientos de pago, etc.) el presentador actuará con la representación que sea necesaria en cada caso. La Administración tributaria podrá requerir en cualquier momento la acreditación de dicha representación no siendo necesario que se acompañe en el momento de la presentación.

Por último, cuando, de acuerdo con lo previsto en el artículo 35.6 LGT 2003, concurran varios titulares en una misma obligación tributaria, se presumirá otorgada la representación a cualquiera de ellos, salvo que se produzca manifestación expresa en contrario. La liquidación que resulte de dichas actuaciones deberá ser notificada a todos los titulares de la obligación.
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		7. Suspensión de la ejecución del acto en el recurso de reposición. Procedimiento		1. Generalidades

		2. Órgano competente

		3. Procedimiento

		4. Especialidades





		8. Tramitación y resolución del recurso de reposición		1. Interesados

		2. Contenido de la resolución





		9. Plazo de resolución del recurso de reposición

		10. Resolución presunta del recurso de reposición

		11. Presentación telemática del recurso de reposición

		12. Ejecución de la resolución estimatoria de un recurso de reposición y las obligaciones tributarias conexas









		Capítulo VIII Reclamaciones económico-administrativas		Sección 1 Generalidades		1. Objeto y naturaleza de la reclamación económico-administrativa		1. Normativa básica

		2. Normas complementarias

		3. Especialidades del Derecho Autonómico

		4. Especialidades del Derecho de la Administración Local

		5. Especialidades del Derecho Foral (País Vasco y Navarra)





		2. Incompatibilidad de la reclamación económico-administrativa con el recurso de reposición





		Sección 2 Ámbito de las reclamaciones económico-administrativas		1. La materia económico-administrativa

		2. Actos susceptibles de reclamación económico-administrativa		1. Generalidades

		2. Actos susceptibles de reclamación económico-administrativa





		3. Actos no impugnables en reclamación económico-administrativa





		Sección 3 Los órganos económico-administrativos		1. Organización de los órganos económico-administrativos

		2. Composición y funcionamiento del TEAC

		3. Composición y funcionamiento de los TEAR, TEAL, Salas desconcentradas y Dependencias provinciales y locales

		4. Órganos económico-administrativos unipersonales

		5. Sala Especial para la Unificación de Doctrina

		6. Participación de las CCAA en los TEAR del Estado

		7. Competencias del TEAC

		8. Competencias de los TEAR y TEAL

		9. Competencias de los órganos económico-administrativos de las Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía

		10. Cuantía de las reclamaciones económico-administrativas

		11. Acumulación de las reclamaciones económico-administrativas

		12. Actas de las sesiones de los órganos económico-administrativos





		Sección 4 Interesados		1. Capacidad. Generalidades

		2. Capacidad de obrar		1. Capacidad de obrar de las personas físicas

		2. Capacidad de obrar de las personas jurídicas





		3. Legitimación en la reclamación económico-administrativa

		4. Personas no legitimadas en la reclamación económico-administrativa





		Sección 5 Suspensión de la ejecución del acto impugnado		1. Suspensión de la ejecución en la reclamación económico-administrativa. Generalidades

		2. Suspensión automática de la ejecución en la reclamación económico-administrativa

		3. Suspensión de la ejecución con prestación de otras garantías

		4. Suspensión de la ejecución sin garantías y de actos irregulares

		5. La suspensión de la tramitación del procedimiento económico-administrativa hasta que se sustancie el procedimiento amistoso. La suspensión del ingreso de la deuda en los procedimientos amistosos





		Sección 6 Normas comunes del procedimiento		1. Generalidades y normas comunes del procedimiento económico-administrativo

		2. La obtención de copias certificadas

		3. Presentación, desglose y devolución de documentos en el procedimiento económico-administrativo

		4. Domicilio para notificaciones en el procedimiento económico-administrativo

		5. Costas del procedimiento económico-administrativo

		6. Utilización de medios electrónicos y telemáticos en el procedimiento económico-administrativo
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		3. Plazo de interposición de la reclamación económico-administrativa

		4. Órgano, lugar y medios de presentación de la reclamación económico-administrativa

		5. Presentación telemática de la reclamación económico-administrativa		1. Ámbito objetivo de la interposición por medios electrónicos de las reclamaciones económico-administrativas

		2. Ámbito formal de la interposición por medios electrónicos de las reclamaciones económico-administrativas
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		3. Alegaciones en la reclamación económico-administrativa

		4. La prueba en la reclamación económico-administrativa

		5. Incidentes en la reclamación económico-administrativa

		6. Extensión de la revisión en la reclamación económico-administrativa
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		3. Satisfacción extraprocesal de la reclamación económico-administrativa

		4. Resolución expresa de la reclamación económico-administrativa		1. Carácter inexcusable

		2. Contenido de la resolución

		3. Plazo
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		8. El plazo máximo para resolver





		Sección 10 El recurso de anulación





		Capítulo IX Recursos		Sección 1 Generalidades de los recursos económico-administrativos
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		3. Procedimiento del recurso extraordinario de alzada para la unificación de criterio
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		2. Procedimiento abreviado de la reclamación económico-administrativa
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		Capítulo XII Ejecución de resoluciones		Sección 1 Normas generales para la ejecución de las resoluciones administrativas		1. Generalidades de la ejecución de las resoluciones administrativas

		2. Momento de la ejecución de las resoluciones administrativas

		3. Contenido de la ejecución de las resoluciones administrativas

		4. Reducción proporcional de las garantías aportadas





		Sección 2 Normas especiales para la ejecución de las resoluciones económico-administrativas		1. Cumplimiento de la resolución económico-administrativa. El recurso contra la ejecución

		2. Extensión de efectos de las resoluciones económico-administrativas





		Sección 3 Breves reflexiones al procedimiento de ejecución de resoluciones económico-administrativas, atendiendo a su contenido		1. Inalterabilidad del contenido de la ejecución de la resolución económico-administrativa

		2. Ejecutoriedad de las resoluciones económico-administrativas

		3. Obligación de notificación de la ejecución de la resolución económico-administrativa

		4. Autonomía de los actos de ejecución de la resolución económico-administrativa

		5. Contenido de la ejecución. Resoluciones estimatorias y desestimatorias		1. Resoluciones estimatorias

		2. Resoluciones desestimatorias









		Sección 4 Normas especiales para la ejecución de resoluciones judiciales		1. Normas especiales para la ejecución de resoluciones judiciales

		2. Extensión de los efectos de las sentencias de la jurisdicción contencioso-administrativa





		Sección 5 Reembolso del coste de las garantías		1. Generalidades y ámbito de aplicación del reembolso del coste de las garantías		1. Generalidades

		2. Ámbito de aplicación





		2. Garantías cuyo coste es objeto de reembolso

		3. Determinación del coste de las garantías prestadas

		4. Iniciación del procedimiento de reembolso del coste de las garantías

		5. Tramitación del reembolso del coste de las garantías

		6. Resolución del reembolso del coste de las garantías

		7. Ejecución del reembolso del coste de las garantías









		Formularios		Nota a los modelos procesales de Revisión en vía administrativa

		I. Procedimientos especiales de revisión		F1. Solicitud de declaración de nulidad

		F2. Trámite de audiencia en expediente de nulidad de un acto tributario

		F3. Trámite de audiencia en expediente de declaración de lesividad de un acto tributario

		F4. Solicitud de inicio de oficio del procedimiento de revocación

		F5. Trámite de audiencia en expediente de revocación de un acto tributario

		F6. Solicitud de rectificación de errores materiales, de hecho o aritméticos

		F7. Solicitud de devolución de ingresos indebidos. Ingreso realizado una vez prescrita la acción administrativa para exigir el pago del tributo (arts 32, 221.1.c) LGT y art. 15.1.a) RD. 520/2005)





		II. Recurso de reposición		F1. Recurso de Reposición con suspensión de la ejecución del acto recurrido

		F2. Recurso de reposición contra comprobación de valores con reserva del derecho a promover tasación pericial contradictoria

		F3. Fianza personal y solidaria garantizando la deuda reclamada durante la tramitación del recurso de reposición y reclamación económico-administrativa

		F4. Aval para suspender la ejecución de una liquidación recurrida en reposición (Código de aval "1")





		III. Reclamaciones económico-administrativas		III.1. Disposiciones generales y competencias		F1. Otorgamiento de representación procesal en reclamaciones económico-administrativas)

		F2. Apoderamiento con firma legalizada. Escrito de otorgamiento de representación

		F3. Revocación de poder de representación para reclamación económico-administrativa

		F4. Poder de representación para subsanación de defectos

		F5. Inicio de cuestión incidental

		F6. Cambio de domicilio fiscal a efectos de notificaciones

		F7. Solicitud de recusación

		F8. Solicitud de comparecencia de tercero-interesado

		F9. Comparecencia de causahabiente por fallecimiento del interesado

		F10. Reclamación de queja contra vicios de instrucción

		F11. Solicitud de copias certificadas de los documentos que integran el expediente administrativo





		III.2. Suspensión		F1. Solicitud de suspensión automática de la ejecución del acto recurrido, con aportación de aval bancario

		F2. Formalización de aval bancario garantizando la deuda reclamada que cubre la vía económico-administrativa, con efectos a la vía contencioso-administrativa

		F3. Aval para suspender la ejecución de una liquidación recurrida en vía económico-administrativa (Código de aval "2")

		F4. Solicitud de suspensión automática de la ejecución del acto recurrido con fianza personal

		F5. Fianza personal y solidaria garantizando la deuda reclamada, cubriendo la vía económico-administrativa y con efectos a la vía contencioso-administrativa

		F6. Solicitud de suspensión discrecional, sin garantía, de la ejecución del acto recurrido

		F7. Solicitud de suspensión discrecional, con garantía no tasada, de la ejecución del acto recurrido

		F8. Solicitud de suspensión en vía económico-administrativa por perjuicios de difícil o imposible reparación

		F9. Solicitud de suspensión de la ejecución del acto recurrido sin contenido económico

		F10. Solicitud de suspensión en reclamación económico-administrativa





		III.3. Procedimiento		F1. Interposición de la reclamación y solicitud de puesta de manifiesto de las actuaciones

		F2. Reclamación económico-administrativa contra una sanción tributaria, si se hubiera presentado previamente, reclamación contra la deuda tributaria de la que deriva

		F3. Solicitud de certificado acreditativo del silencio administrativo

		F4. Reclamación Económico Administrativa contra silencio administrativo. Alegaciones contra la resolución expresa posterior

		F5. Comunicación de interposición de la reclamación y solicitud de puesta de manifiesto de las actuaciones

		F6. Subsanación de defectos escrito de interposición

		F7. Impugnación de actuaciones tributarias reclamables

		F8. Comparecencia del sujeto contra el que se promueve la reclamación

		F9. Alegaciones en reclamaciones contra actos de repercusión tributaria

		F10. Alegaciones en reclamaciones contra actos de retención

		F11. Impugnación de actos de aplicación de los tributos en el procedimiento abreviado

		F12. Reclamación económico-administrativa contra comprobación de valores con reserva del derecho a promover tasación pericial contradictoria

		F13. Declaración expediente de gestión incompleto

		F14. Alegaciones posteriores a interposición de reclamación económico-administrativa

		F15. Acumulación objetiva inicial potestativa

		F16. Acumulación subjetiva inicial potestativa

		F17. Reclamación económico administrativa contra sanción tras interposición de reclamación económico administrativa contra la regulación

		F18. Aportación de pruebas propuestas

		F19. Alegaciones en el caso de extensión de la revisión acordada por el Tribunal Económico-Administrativo

		F20. Desistimiento de reclamación económico-administrativa

		F21. Solicitud de renuncia

		F22. Solicitud de tercero-interesado oponiéndose al desistimiento o renuncia del reclamante









		IV. Recursos		F1. Interposición de recurso de alzada ordinario

		F2. Interposición de recurso de anulación

		F3. Interposición recurso de anulación alegando que se ha declarado incorrectamente la inadmisibilidad de la reclamación

		F4. Interposición recurso de anulación alegando que se ha declarado inexistentes las alegaciones presentadas

		F5. Interposición recurso de anulación alegando la incongruencia de la resolución

		F6. Recurso contra la ejecución, contra acto dictado por la AEAT ejecutando una resolución del Tribunal Regional sin que dispusiese retroacción de actuaciones

		F7. Recurso contra la ejecución, ejecución contra acto dictado por la AEAT ejecutando una resolución del Tribunal Regional disponiendo retroacción de actuaciones y reclamación de procedimiento general

		F8. Recurso contra la ejecución, contra acto dictado por la AEAT ejecutando una resolución del Tribunal Regional disponiendo retroacción de actuaciones y reclamación de procedimiento abreviado

		F9. Recurso extraordinario de revisión

		F10. Recurso extraordinario de revisión contra resolución firme de órgano económico-administrativo tras aparición de documentos de valor esencial para la decisión del asunto

		F11. Recurso extraordinario de revisión contra acto de aplicación de los tributos de un órgano de gestión tras aparición de documentos de valor esencial para la decisión del asunto

		F12. Recurso extraordinario de revisión contra resolución firme de un órgano administrativo por hallarse documentos o testimonios falsos en sentencia

		F13. Recurso extraordinario de revisión contra acto de aplicación de tributos de órgano de gestión por hallarse documentos o testimonios falsos en sentencia





		V. Ejecución de las resoluciones		F1. Comunicación al tribunal de que se va a emitir la factura correspondiente

		F2. Comunicación al reclamado de que se va a emitir la factura correspondiente

		F3. Remisión copia de factura y escrito comunicando emisión nueva factura ante incumplimiento de resolución

		F4. Solicitud de extensión de efectos de una resolución económico-administrativa

		F5. Solicitud de extensión de efectos de sentencia

		F6. Solicitud de reembolso del coste de las garantías aportadas para suspender la ejecución de un acto tributario
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